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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alessandri Besa, Arturo

--Calderón Aránguiz, Rolando

--Cantuarias Larrondo, Eugenio

--Carrera Villavicencio, María Elena

--Cooper Valencia, Alberto

--Díaz Sánchez, Nicolás

--Diez Urzúa, Sergio

--Fernández Fernández, Sergio

--Frei Bolívar, Arturo

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Hamilton Depassier, Juan

--Horvath Kiss, Antonio

--Huerta Celis, Vicente Enrique

--Lagos Cosgrove, Julio

--Larraín Fernández, Hernán

--Larre Asenjo, Enrique

--Lavandero Illanes, Jorge

--Letelier Bobadilla, Carlos

--Martin Díaz, Ricardo

--Matta Aragay, Manuel Antonio

--Mc-Intyre Mendoza, Ronald

--Muñoz Barra, Roberto

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Páez Verdugo, Sergio

--Pérez Walker, Ignacio

--Piñera Echenique, Sebastián

--Prat Alemparte, Francisco

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Siebert Held, Bruno

--Sinclair Oyaneder, Santiago

--Sule Candia, Anselmo

--Thayer Arteaga, William

--Urenda Zegers, Beltrán

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la señora Ministra de Justicia.

Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 40 señores Senadores.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 14a, ordinaria, en 17 de mayo del presente año, que no ha sido observada.



Las actas de las sesiones 6a y 8a, ordinarias en sus partes secretas, en 12 y 19 de abril, respectivamente, y 15a, ordinaria, en 18 de mayo del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LAGOS (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente nuevamente la urgencia, en el carácter de "Suma", del proyecto que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De Su Excelencia, el Vicepresidente de la República, con el que hace presente la urgencia, en el carácter de "Simple", del proyecto que faculta a los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo para integrarse a corporaciones de derecho privado.



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto de acuerdo que aprueba la Resolución A. 724 (17) de la Asamblea de la Organización Marítima Internacional, adoptada el 7 de noviembre de 1991, mediante la cual se introducen diversas enmiendas en el Convenio Constitutivo de la Organización.



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo informa que ha otorgado su aprobación al proyecto que modifica la base de cálculo del beneficio de asignación de zona para los funcionarios que señala. (Calificado de "Simple Urgencia").



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero declara que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que deroga disposiciones de la ley N° 11.625, sobre estados antisociales y medidas de seguridad.



--Se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto da cuenta de que ha aprobado las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.



--Se toma conocimiento y se manda archivar.



Con el quinto comunica la designación de los cinco señores Diputados que indica, para integrar, en representación de esa Corporación, la Comisión Bicameral de Modernización del Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento y pasa a los Comités Parlamentarios.



Del señor Ministro del Interior, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantuarias, remitiendo información acerca de los programas proyectados para este año en las 77 comunas más pobres del país y, en particular, respecto de las 20 más pobres de la Octava Región.



Del señor Ministro de Salud, con el que da contestación a un oficio enviado en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, referido a diversos planteamientos efectuados con relación a los problemas que afectan al sector salud en la Octava Región.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Lagos respecto de la posibilidad de transferir a título gratuito a la Iglesia Evangelista Voz de Cristo el inmueble que señala, ubicado en la localidad de Alto Hospicio, Primera Región.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Matta, tocante a la entrega de títulos de dominio a los pobladores de los sectores que menciona, en la ciudad de Parral, Séptima Región.



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Errázuriz, relativo a las remuneraciones que perciben los funcionarios de ese Servicio y que ejercen los cargos que señala.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a las dificultades que afectan al sector acuícola de la Undécima Región, que podrían incluso detener el desarrollo del sector.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Un informe de la Comisión de Defensa Nacional y otro de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica las plantas de Oficiales de la Armada.



Tres de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sobre los asuntos que se señalan:



1.- El relativo al proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 13 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de permitir que se dé cuenta de mociones que señala.



2.- El concerniente al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Civil, en lo atinente a la relación de las causas y a los alegatos de las mismas.



3.- Por último, el referente al proyecto, en tercer trámite constitucional, sobre carrera funcionaría de los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial. (Calificado de "Simple Urgencia").



Uno de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y otro de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye las plantas de personal de la Superintendencia de Seguridad Social. (Calificado de "Simple .Urgencia").



--Quedan para tabla.

DERECHO DE ASILO

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, deseo expresar mi inquietud acerca de una situación surgida respecto de personas que se asilan en sedes diplomáticas extranjeras.



Hoy aparece en la prensa lo ocurrido en nuestra Embajada en España; no hace muchos días, se produjo un incidente similar en la de Cuba, y, hace un par de años, tuvo lugar el "caso Honecker". A partir de éste —en el Senado no tuvimos siquiera oportunidad de comentarlo—, se ha establecido como doctrina una especie de asilo humanitario o diplomático.



¿Qué  es  lo  que  está  pasando  en este instante? En la prensa extranjera —por ejemplo, en la de Miami—, se comenta que en Chile hay diferentes opiniones al respecto.



Actualmente, se tramitan en la Cámara de Diputados proyectos relacionados con esta materia. Uno versa sobre migraciones, y en once de sus 241 artículos —como puede observarse, es bastante extenso— trata las figuras de "asilado" y "refugiado", pero no contempla las formas de asilo diplomático o humanitario que se han practicado últimamente. Una de sus disposiciones, el artículo 73, habla de que una Comisión de Elegibilidad asesorará al Ministerio del Interior en estas materias.



En mi opinión, el Ejecutivo debiera acelerar la tramitación de esta normativa, a fin de que la conozca el Senado. Hace mucho tiempo que se están produciendo estos hechos relacionados con el asilo, pero no hemos tenido ocasión de discutirlos ni posibilidades de establecer al respecto una doctrina nacional.



Reitero: es necesario pedir al Gobierno fijar cierta urgencia a la iniciativa tocante a esta importante materia.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se recabará la información relativa al trámite que cumple ese proyecto en la Cámara de Diputados, señor Senador; y nos dirigiremos al Supremo Gobierno para solicitarle que dé la urgencia del caso a una iniciativa que, al parecer, debería ser tratada con relativa prontitud.

HOMENAJE A POLICÍA DE INVESTIGACIONES

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Señor Director General de Investigaciones, señores Prefectos, señores Subprefectos, señores funcionarios de la Policía de Investigaciones, Honorables colegas:



Por cierto, no conocemos una sociedad perfecta; tampoco una donde el proceso de integración de valores, pautas, disposiciones, reglas o normas socialmente reconocidas y universalmente aceptadas por el grupo, sea absoluto.



Se podría afirmar, desde una particular perspectiva, que la historia de la humanidad es también la del esfuerzo permanente del hombre por combatir las conductas desviadas, desde el punto de vista de los cánones establecidos, por castigar normalmente los atentados contra la vida, por luchar contra aquellos que amenazan la integridad física, espiritual o material de los que forman parte de una tribu, de un pueblo, de una nación o de una sociedad organizada.



Ha habido, en otros términos, un esfuerzo constante del hombre para conseguir que el respeto al orden establecido y al sistema jerárquico de valores apunte hacia la meta imperecedera de progreso y desarrollo. De ahí, entonces, que, nos guste o no, todo grupo humano organizado ha contado siempre, salvo en momentos de anomia extrema, con un aparato represivo para el uso legítimo de la fuerza, o la amenaza de su utilización.



Chile no escapa a esta regla prácticamente universal. Desde la Colonia hasta el presente ha tenido lugar un largo y complejo proceso histórico destinado a establecer cuerpos de policía con el objeto de satisfacer la necesidad ineludible de combatir el delito y las conductas antisociales, a fin de preservar el orden y la seguridad que siempre han reclamado los habitantes de nuestra nación. Desde la exigencia social de combatir, en el siglo pasado, el cuatrerismo rural, hasta la urgente necesidad actual de erradicar el terrorismo y el narcotráfico —nuevas y más perfeccionadas formas de delinquir—, nuestro país ha ido conformando un sistema policial destinado a lograr la máxima eficacia en el combate contra las actuaciones delictivas.



El aumento preocupante de los delitos tras la masiva desmovilización de nuestros soldados, al término de la Guerra del Pacífico, así como los destructores efectos de la guerra civil de 1891 —que, entre otras desgracias, tuvo como consecuencia la virtual destrucción de los servicios policiales—, llevaron a los sucesivos Gobiernos de Chile a enfrentar, con mayor énfasis que los decenios anteriores, la tarea de desarrollar una política de seguridad pública que asumiera los crecientes grados de complejidad que significaba el proceso de urbanización de la vida nacional.



Permítanme Sus Señorías, para ilustrar lo que señalo, hacer un breve recuento de los hechos más relevantes que durante los últimos cien años han marcado esta política:



El 12 de febrero de 1896, por ley N° 344, se estableció que el Primer Mandatario organiza y dirige la policía de seguridad.



En 1924, se aprobó la ley que crea la "Dirección General de Policías para toda la República.".



En 1925, se crea la Escuela de Agentes, y se dividen los servicios policiales en tres secciones: Orden, Seguridad e Identificación.



El 27 de abril de 1927, durante la primera Administración del General don Carlos Ibáñez del Campo, se creó el Cuerpo de Carabineros de Chile, dependiente del Ministerio del Interior.



Bajo el Gobierno del mismo Mandatario, y en una línea que explica y justifica el surgimiento de nuestra actual policía civil, se dicta, en octubre de 1929, el decreto N° 4.590, del Ministerio del Interior, que creó la Dirección General de Investigaciones.



Asimismo, por decreto reservado N° 5.638, de 1930, el Ministerio del Interior concedió a Investigaciones "autonomía absoluta" para obtener las informaciones necesarias destinadas a optimizar el trabajo de la Policía civil frente a los graves problemas de carácter político y social que se vivían en esa convulsionada época, marcada por la recesión económica y el autoritarismo político.



El 19 de junio de 1933, mediante la dictación de la ley N° 5.180, se dio por culminado este largo proceso al dársele existencia legal e independencia a Investigaciones en relación a Carabineros. Como todos sabemos, esto sucedió durante el Gobierno de don Arturo Alessandri Palma.



A fines de ese mismo año, el Servicio de Investigaciones se dotó de la Escuela Técnica de Investigaciones, que con el transcurso del tiempo se ha transformado en uno de los pilares fundamentales que este Servicio ha tenido para formar a su personal y entrenarlo en las nuevas técnicas y métodos para enfrentar adecuadamente su labor.



En las postrimerías del Gobierno de don Arturo Alessandri, más precisamente el 4 de febrero de 1938, la ley N° 6.180 otorgó al Servicio de Investigaciones su configuración definitiva, constituyéndose dicho cuerpo legal en la base sobre la cual descansan todas las posteriores leyes y reglamentos relativos a la Institución.



Con la finalidad anterior, el 30 de diciembre de 1942 se dictó el decreto con fuerza de ley N° 51/7.102, que dispuso la separación de la Dirección General de Investigaciones de los Servicios de Identificación y Pasaportes.



Por lo tanto, es evidente que desde 1933 hasta 1973 los Servicios de policía, tanto civil como uniformada, estuvieron subordinados al Ministerio del Interior y que nuestro ordenamiento jurídico e institucional ha dispuesto la existencia de dos cuerpos policiales separados: Carabineros de Chile, organismo uniformado, cuya función esencial es prevenir hechos delictivos, y la Policía de Investigaciones de Chile, como una entidad de carácter civil destinada a investigar metodológicamente los hechos que dan origen a delitos, colaborando así a la tarea de los tribunales de justicia, que son los encargados de aplicar las sanciones y penas correspondientes.



Honorables colegas, en mi opinión, en los últimos años la Policía de Investigaciones ha debido enfrentar dos grandes desafíos. Por un lado, el de aumentar la eficiencia de la labor policial en el marco del irrestricto respeto a los derechos humanos, y, por otro, el de responder con prontitud a las nuevas formas que ha ido adquiriendo la actividad delictiva, en especial debido al alto grado de internacionalización y organización que ésta ha mostrado.



El señor Director de Investigaciones, don Nelson Mery, recientemente expresó que "se debe investigar para poder detener, y no detener para investigar". Esta verdadera máxima policial tiene alcances muy profundos e implicancias prácticas muy concretas. A mi juicio, ella conlleva en sí misma el desafío que tiene el Estado de modernizar permanentemente la función policial. En estricto rigor, supone incorporar en forma creciente los avances científicos y tecnológicos y las más adecuadas metodologías a la labor de hacer frente a los cambios que la criminalidad ha tenido en el último tiempo. En efecto, el delincuente ha evolucionado y se ha vuelto más sofisticado y peligroso. Un narcotraficante o un terrorista poco tienen que ver con el burdo y no menos criminal salteador de caminos.



Por eso, la sociedad en su conjunto debe velar por el desarrollo de todas aquellas actividades de carácter técnico y profesional que son propias de la función policial de hoy en día. Nuestra Policía de Investigaciones debe contar aún con mayores recursos, con el objeto de mejorar sus laboratorios de criminalística y optimizar sus trabajos en planimetría, balística, fotografía forense, etcétera, los cuales deben tener el máximo de precisión posible, para un adecuado ejercicio de la justicia.



Preocupación esencial merece, en esta perspectiva, la preparación de los recursos humanos. La Escuela donde se forman nuestros detectives debe ser un centro de nivel profesional cada vez más elevado. Al profesionalismo del delincuente ha de responderse con el profesionalismo de los cuadros policiales y con la fuerza de la legitimidad que proporciona el régimen democrático, construido sobre la base de un profundo respeto al Estado de Derecho.



Como dije anteriormente, la máxima del señor Director de Investigaciones tiene otra connotación, no menos importante. Frente a la creciente valoración de los derechos humanos y la dignidad de las personas, es fundamental que en los procedimientos utilizados siempre se compatibilice la eficiencia con el pleno respeto a esos derechos e integridad de las personas.



La reciente detención del más alto dirigente de un grupo político que hizo de la práctica del terrorismo su manera esencial de entender la convivencia entre los chilenos demuestra que es perfectamente posible obtener un éxito policial de esta magnitud sin mediar la pérdida de valiosas vidas humanas.



Al finalizar este homenaje, que merecidamente rinde esta Honorable Corporación a la Policía de Investigaciones de Chile, deseo expresar nuestro sentido reconocimiento a todos los funcionarios de la Institución que a lo largo de estos 61 años han ofrendado su vida y entregado todo su valor para defender a sus semejantes.



Chile tiene hoy, más que nunca, el enorme desafío de construir una sociedad en donde la paz, la seguridad y los derechos humanos sean fuente inagotable de desarrollo y progreso para todos sus habitantes. A esta noble tarea están convocados todos los sectores de la vida nacional y, por cierto, la Policía de Investigaciones de Chile.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se suspende la sesión.

_______________



--Se suspendió a las 16:37.



--Se reanudó a las 16:52.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Hago presente a la Sala que los Comités resolvieron lo siguiente:



1.- Tratar en primer lugar en esta sesión el proyecto que figura en igual ubicación en la tabla.



2.- Enviar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la iniciativa signada con el número 2, en tercer trámite constitucional, sobre composición, organización y atribuciones de la Corte Suprema y modificaciones a los recursos de queja y de casación.



3.- Incorporar en el Orden del Día de la presente sesión los siguientes asuntos y tratarlos en el orden que se indica: proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las plantas de Oficiales de la Armada, con informes de las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda; iniciativa, en segundo trámite constitucional, que modifica los Códigos Orgánico de Tribunales y de Procedimiento Civil en lo relativo a la relación de las causas y a los alegatos de las mismas, informada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y finalmente, proyecto, en tercer trámite constitucional, sobre carrera funcionaría de los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial.



4.- Tratar en la sesión del próximo jueves la iniciativa, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 13 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de permitir que se dé cuenta de mociones que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y el proyecto, en segundo trámite constitucional, que sustituye las plantas de personal de la Superintendencia de Seguridad Social, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda. En lo referente a este último punto, se solicitará, conforme al Reglamento, la presencia del señor Ministro del Trabajo.



5.- Por último, autorizar a la Comisión de Régimen Interior para que sesione simultáneamente con la Sala hoy, a partir de las 18.



En consecuencia, damos comienzo al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

AMNISTÍA A PERSONAS NATURALES PROCESADAS O CONDENADAS POR HURTO DE ENERGÍA ELÉCTRICA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amnistía a personas naturales procesadas o condenadas por el delito de hurto de energía eléctrica, en los casos que indica, con nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley: (moción de la señora Frei (doña Carmen) y del señor Frei (don Arturo).

En primer trámite, sesión 12a, en 19 de noviembre de 1992.

Informes de Comisión:

Constitución, sesión 36a, en 24 de marzo de 1993.

Constitución (nuevo), sesión 6a, en 16 de junio de 1994.

Discusión:

Sesión 37a, en 30 de marzo de 1993 (vuelve a Comisión de Constitución).

El señor DÍAZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor DÍAZ.- Esta iniciativa se presentó hace más de un año y en ese momento se justificaba plenamente. Con el curso del tiempo, los casos pendientes se han ido reduciendo en forma considerable. Según datos que obran en mi poder, suman nada más que 984, lo cual no amerita que se dicte una ley de esta naturaleza.



Por lo tanto, solicito que el proyecto sea enviado al Archivo.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Si no hay oposición, así se procederá. 



Acordado.

AUMENTO DE PLANTAS DE OFICIALES DE LA ARMADA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Este proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de las plantas de Oficiales de la Armada, cuenta con informes favorables de las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 10a, en 3 de mayo de 1994.

Informes de Comisión: Defensa, sesión 7a, en 21 de junio de 1994.

Hacienda, sesión 7a, en 21 de junio de 1994.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- La iniciativa, proveniente de la Cámara de Diputados, tuvo su origen en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. La Comisión de Defensa, en conformidad al artículo 127 del Reglamento, propone discutirla en general y particular a la vez. Ella fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Arturo Frei (Presidente), Gazmuri, Otero, Prat y Sinclair. Por su parte, la de Hacienda deja constancia en su informe, suscrito por los Honorables señores Andrés Zaldívar (Presidente), Errázuriz y Ominami, de que el proyecto se encuentra debidamente financiado, y sugiere acogerlo en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Defensa.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el Honorable señor Arturo Frei.

El señor FREI (don Arturo).- Señor Presidente, como se indicó, el proyecto en debate tuvo origen en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Defensa.



Su finalidad es dotar de 20 plazas más el escalafón de Oficiales del Litoral, que de 173 sube a 193. La razón de este incremento radica en la evolución de los intereses marítimos del país, los que han crecido en 289 por ciento. Es así como, prácticamente, el personal marítimo portuario ha aumentado en un mil 39 por ciento, de 1980 a 1993; los oficiales de naves mercantes, en más de 50 por ciento, y los de naves de pesca y especiales, sobre 200 por ciento.



Por lo tanto, la Comisión estimó que el incremento de estas plazas se ajusta absolutamente a las necesidades que existen. Aún más: enviamos un oficio sobre este aspecto al señor Ministro de Defensa Nacional, porque los requerimientos en tal sentido son mayores que los aumentos propuestos en esta ocasión, y si no se remiten nuevos proyectos tendientes a crear más cargos, en poco tiempo más se producirán deterioros bastante grandes en la dotación del escalafón correspondiente.



Por eso, la Comisión aprobó la iniciativa en general y en particular por unanimidad, y recomienda a la Sala proceder en igual forma.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda también tomó conocimiento del proyecto y concluyó que se encuentra debidamente financiado con los propios recursos presupuestarios de la Armada. Y, al igual como lo hizo notar el Presidente de la Comisión de Defensa, de acuerdo a la información que se nos proporcionó, este tipo de servicio especializado de la Institución requiere todavía de mayor dotación. Actualmente se precisa de más de 100 plazas adicionales, pero éstas no pueden llenarse, aun con la voluntad del Ejecutivo y del legislador, porque ello depende de la cantidad de egresados de la Escuela Naval en esta especialidad.



Cabe señalar que el número de oficiales que egresa de la misma sólo alcanza para una dotación como la propuesta a fin de que el servicio funcione lo más eficientemente posible. De modo que es necesario tomar conciencia de que el esfuerzo que se está haciendo es el máximo en cuanto a la capacidad de recursos humanos de la Armada, y —reitero— el proyecto se encuentra financiado perfectamente dentro del Presupuesto. Por eso, aun cuando tuviéramos interés en crear mayor número de plazas, ello no sería factible hoy, porque se requiere de un tiempo más prolongado para tal efecto.



Por lo anterior, la Comisión de Hacienda aprobó unánimemente el proyecto y recomienda a la Sala adoptar igual predicamento.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, sólo deseo confirmar lo que manifestaron muy acertadamente los Presidentes de ambas Comisiones. Creo que la cantidad de oficiales que falta es bastante grande; debe ser de alrededor de 53 por ciento. Por tal motivo, la Comisión de Defensa formuló una proposición al Ministro del ramo a fin de que en un plan anual, conforme a los motivos indicados por el Honorable señor Andrés Zaldívar, progresivamente, durante unos diez años, se aumente el número de oficiales.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Al parecer, habría acuerdo para aprobar la iniciativa.



--Se aprueba en general y particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS ORGÁNICO DE TRIBUNALES Y DE PROCEDIMIENTO CIVIL

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- A continuación, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica los Códigos Orgánico de Tribunales y de Procedimiento Civil en lo relativo a la relación de las causas y a los alegatos de las mismas, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 32a, en 26 de enero de 1994.

Informes de Comisión:

Constitución, sesión 18a, en 18 de mayo de 1994.

Constitución (segundo), sesión 7a, en 21 de junio de 1994.

Discusión:

Sesión 3a, en 7 de junio de 1994 (se aprueba en general).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- La Comisión deja constancia en su informe de que no hay normas que requieran quórum especial de aprobación. Además, propone introducir algunas modificaciones al texto del primer informe.



El proyecto consta de tres artículos y fue aprobado por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Diez (Presidente), Fernández, Hamilton y Larraín.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En la discusión particular del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Diez, Presidente de la Comisión de Constitución.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, pido a la Sala que apruebe el segundo informe, cuya única diferencia sustancial con el primero radica en la no fijación de horario para el funcionamiento de los tribunales. En efecto, la Comisión, después de analizar nuevamente el punto a la luz de la Carta Fundamental, estimó que a la Corte Suprema le corresponde determinar su forma de funcionamiento y, en consecuencia, también su horario de trabajo; y que sería una intervención indebida el que la ley pretendiera inmiscuirse en la materia, dejando sin aplicación la facultad correccional, económica y disciplinaria del máximo tribunal de la República.



Las demás modificaciones son meramente procesales; contaron con la unanimidad de la Comisión y están basadas en el mismo principio de hacer más clara la tabla para saber qué causas serán vistas en el día y de permitir a las partes el ejercicio de todos sus derechos. Así, por ejemplo, se acogió una indicación que les posibilita alegar separadamente aunque tengan procurador común, a fin de que nadie quede sin ser oído en la segunda instancia.



No existen otras enmiendas fundamentales al proyecto que el Senado aprobó por unanimidad en el primer informe, por lo cual pido a la Sala acoger el segundo informe de la Comisión, pues, además, no contiene normas que requieran quórum especial de aprobación.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, sólo quiero manifestar que el Ejecutivo respalda la iniciativa en debate, nacida de una moción parlamentaria, porque consideramos de alto interés dar mayor celeridad a la tramitación de las causas en los tribunales de nuestro país y, al mismo tiempo —como indicó el Presidente de dicho organismo—, que los abogados tengan conocimiento del día en que podrán efectuar sus alegatos.



Por otra parte, nos pareció pertinente el acuerdo de la Comisión en el sentido de que sea la propia Corte Suprema la que determine su horario de funcionamiento.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, quiero consultar si en la discusión del segundo informe participó el Poder Judicial y dio su opinión sobre los temas contenidos en él.

El señor DIEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, no asistió ningún representante del Poder Judicial al debate del segundo informe. Sin embargo, no se introdujo ninguna variación procesal a las normas que él conoció.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución al primer informe.



--Se aprueban, y queda despachado el proyecto en este trámite.

CARRERA FUNCIONARIA DEL PODER JUDICIAL

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En seguida, corresponde discutir el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre carrera funcionaria de los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento,

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En primer trámite, sesión 12a, en 19 de noviembre de 1992.

En tercer trámite, sesión 1a, en 31 de mayo de 1994.

Informes de Comisión:

Constitución, sesión 50a, en 11 de mayo de 1993.

Constitución (segundo), sesión 22a, en 7 de septiembre de 1993.

Constitución (tercer trámite), sesión 7a, en 21 de junio de 1994.

Discusión:

Sesiones 4a, en 9 de junio de 1993 (se aprueba en general); 2a, en 5 de octubre de 1993 (se despacha en particular).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 40 del Reglamento de la Corporación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó hacer presente que las modificaciones a los números del artículo 1° del proyecto que se indican requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por contener materias propias de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de la Carta Fundamental: 1 (numeración común ambas Cámaras), 2 (numeración común ambas Cámaras); 4 Senado (3 Cámara de Diputados); 5 Senado (4 Cámara de Diputados); 6 Senado (5 Cámara de Diputados); 7 Senado (6 Cámara de Diputados); 9 Senado (7 Cámara de Diputados); 9 y 10, nuevos, Cámara de Diputados; 11 (numeración común ambas Cámaras); 21 (numeración común ambas Cámaras); 22 (numeración común ambas Cámaras); 23 (numeración común ambas Cámaras); 24 (numeración común ambas Cámaras), 45 Senado (52 Cámara de Diputados), y 50, nuevo, Cámara de Diputados.



La Comisión trató por separado cada una de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados y adoptó acuerdos respecto de ellas, todos por unanimidad, salvo los recaídos en los números 20, 23 (inciso primero del artículo 279 del Código Orgánico de Tribunales), 27 y 30.



El texto comparado en poder de los señores Senadores contiene el proyecto aprobado por el Senado en el primer trámite y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En discusión las enmiendas propuestas por la otra rama del Parlamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, la Cámara Baja, en el segundo trámite, efectuó 62 cambios al proyecto sobre carrera funcionaria del Poder Judicial aprobado por el Senado. La mayoría de ellos dice relación a ubicación de normas y redacción de textos, y una ínfima parte apunta a materias sustantivas de la iniciativa.



La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, con el objeto de evitar la formación de una Comisión Mixta en muchos aspectos, y aún considerando más adecuado el texto del Senado, aceptó por unanimidad las enmiendas de la Cámara de Diputados. Sin embargo, algunos puntos inciden en materias de fondo que explicaré en forma muy breve a la Sala.



El primero se refiere a la modificación del artículo 258 del Código Orgánico de Tribunales, conforme al cual no pueden ser simultáneamente jueces de una misma Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema los parientes que el mismo precepto indica. El Senado, en el primer trámite, suprimió la mención a la Corte Suprema, excluyéndola de la norma de incompatibilidad precedentemente indicada. La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, suprimió el número correspondiente, dejando, en consecuencia, vigente la incompatibilidad para los miembros del máximo tribunal.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, rechazó la supresión, por estimar que, si bien la incompatibilidad es necesaria y tiene razón de ser en las Cortes de Apelaciones, no se requiere en la Corte Suprema, pues, dada la jerarquía de ésta, debe quedar al margen de la misma, pues importaría privar de la coronación de su carrera judicial a algunos magistrados, disminuir el número de éstos en el máximo tribunal y atentar contra la calidad del mismo.



En segundo lugar, señor Presidente, se produjeron diferencias entre ambas Cámaras en una materia que la Comisión consideró sustancial: según el actual artículo 261 del Código Orgánico de Tribunales las funciones judiciales son incompatibles con toda otra remunerada con fondos fiscales o municipales, con excepción de las docentes que indica, hasta un límite de diez horas semanales. La Cámara de Diputados sustituyó dicho precepto por el siguiente:



"Las funciones judiciales son incompatibles entre sí. Lo serán también con toda otra remunerada que se preste al Estado, salvo con los cargos docentes de hasta un máximo de doce horas semanales; con el ejercicio de funciones a honorarios, siempre que se efectúen fuera de la jornada ordinaria de trabajo; con la calidad de subrogante, interino, suplente o a contrata, y con aquellos cuyo nombramiento sea por plazos legalmente determinados.".



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, rechazó la agregación de excepciones, por ser partidaria de mantener la incompatibilidad en su forma actual; es decir, hacer compatible la función judicial sólo con la docencia, con un límite de diez horas, y con ninguna otra remunerada con fondos fiscales o municipales, por considerar que la extensión de las excepciones podría llegar a afectar, eventualmente, la independencia del Poder Judicial.



Otra materia donde existe desacuerdo con la Cámara de Diputados se refiere al artículo 275 del Código Orgánico de Tribunales. El Senado, en el primer trámite, lo sustituyó por otro que otorga el derecho a cualquier persona de hacer llegar al órgano calificador del Poder Judicial sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y del desempeño de cualquier funcionario o empleado sujeto a calificación, con todas las normas de reserva y privacidad del caso. La disposición del Senado indica, además, la oportunidad para hacer lo anterior y el procedimiento por seguir con las observaciones que se formulen, las cuales, en forma reservada, serán puestas en conocimiento de la persona de que se trate, a fin de que pueda efectuar sus descargos.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite reemplazó el número correspondiente por otro que deroga el artículo 275 vigente del Código Orgánico de Tribunales.



La Comisión, también por unanimidad, insistió en el texto propuesto por el Senado, porque consideró que contribuye a la transparencia en el funcionamiento del Poder Judicial el permitir que las personas —generalmente, abogados— formulen observaciones sobre el desempeño de los funcionarios de dicho Poder del Estado.



Asimismo, hubo discrepancia con la Cámara Baja en lo relativo a los elementos que deben considerarse para efectuar la calificación. En esta materia la Comisión de Constitución actuó dividida. La mayoría estimó que entre los elementos para llevar a cabo la calificación debían considerarse la conducta personal y los conocimientos del calificado. Fundó su oposición al criterio de la Cámara e insistió en mantener el del Senado en lo relativo a la conducta personal, por creer que ésta representa un factor muy importante, sobre todo en las ciudades medianas y pequeñas, donde los funcionarios de cierto nivel, y particularmente los jueces, son reputados como autoridades y, a menudo, como líderes de la comunidad. Se señaló, además, que había que tener confianza en la capacidad y criterio de los calificadores para apreciar tal elemento.



La minoría, por su lado, fue partidaria de acoger el texto de la Cámara de Diputados, por juzgar que si lo que se desea es establecer un sistema de calificaciones lo más objetivo y transparente posible, las deficiencias que se aprecien en la conducta personal de los calificados no deben ser consideradas sino cuando hayan quedado debidamente acreditadas en la investigación o sumario.



La mayoría de la Comisión recomienda a la Sala la aprobación del informe en esta parte y el rechazo del texto de la Cámara de Diputados, pues cree que resulta conveniente tomar en cuenta la conducta personal para los efectos de la calificación.



Otro desacuerdo con la Cámara de Diputados radica en la exigencia de un concurso para ser miembro de la Corte Suprema. Sobre esta materia, que depende más bien de un criterio personal, la Cámara Baja propone enmiendas al texto del Senado y dispone, entre otros puntos, que para la provisión de los cargos de ministros o fiscales del Máximo Tribunal, deberá celebrarse un concurso previo. La Comisión del Senado acogió las enmiendas, pero insistió en la idea de que no es necesario recurrir a dicho mecanismo, por la calidad de los miembros de que se trata —es el grado más alto de la carrera judicial—, y porque los ministros conocen al personal, por lo que no requieren abrir concurso para saber quienes se interesan en el cargo. De hecho, todos los ministros de la Corte de Apelaciones aspiran a ser miembros del Máximo Tribunal. El concurso previo puede significar, a veces, por la imposibilidad de notificación debida a ausencia, lejanía u otra circunstancia, que la Corte no disponga, al momento de efectuar las quinas, de los datos referentes a todos los funcionarios que según la ley puedan integrarlas.



En seguida, señor Presidente, hay varios artículos nuevos propuestos por la Cámara de Diputados que la Comisión del Senado rechazó, y solicito a la Sala hacer lo mismo, porque tienen serios inconvenientes, ya no sólo de criterio o de redacción. Uno de ellos es el relativo al número 42), nuevo, que modifica el artículo 310 del Código Orgánico de Tribunales. El mencionado precepto dispone que el Presidente de la República, a propuesta o con el acuerdo de la Corte Suprema, podrá ordenar el traslado de los funcionarios o empleados judiciales a otro cargo de igual categoría. Agrega que en la misma forma, es decir, con acuerdo del Máximo Tribunal y decreto del Ministerio de Justicia, se podrán autorizar las permutas.



La enmienda de la Cámara Baja consiste en excluir de esta norma sobre traslado o permuta en la forma indicada a los notarios, conservadores y archiveros. La Comisión no encontró razones válidas para modificar la norma vigente, porque para establecer el cambio o la permuta de dichos funcionarios o empleados se necesita el acuerdo de la Corte Suprema y el decreto del Ministerio de Justicia. Además, estimó que pueden producirse muchas circunstancias que hagan indispensable efectuar el traslado, como, por ejemplo, las relacionadas con la salud de los notarios, conservadores y archiveros, deteriorada por el clima o por la zona donde viven. La Comisión considera que el acuerdo y el decreto mencionados son garantía suficiente de la seriedad en las permutas y en los traslados. Por esto, estuvo por rechazar el criterio de la Cámara de Diputados al respecto.



Existe otro precepto acerca del cual la Comisión considera indispensable insistir en su predicamento, y es el que se refiere a la edad máxima de los auxiliares de la administración de Justicia. La Cámara Baja agregó un número 53), nuevo, que incorpora un artículo 495 bis conforme al cual "Los auxiliares de la administración de justicia permanecerán en sus cargos hasta cumplir los setenta años de edad.". La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, rechazó esta exigencia por varios motivos de mucho peso. Se ha sostenido —con cierta razón— que el límite máximo de edad, para algunos cargos, debe ser fijado en la Constitución Política (así ocurre con los miembros de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional, y con el Contralor General de la República), y que la ley puede regular la edad de ingreso a determinadas funciones, pero no establecer la caducidad de éstas por el hecho de cumplirse cierta edad, si ella no se encuentra consignada en la Carta Fundamental. Por lo demás, no se divisa por qué los ministros de la Corte Suprema duran en sus cargos hasta los 75 años, y los notarios permanecerían en ellos sólo hasta los 70 años. Sin embargo, la Comisión estimó que la injusticia era extrema cuando se aplicaba en general a todos los actuales notarios, conservadores y archiveros, algunos de los cuales han hecho ingentes gastos en el establecimiento de sus oficinas y están muy cerca de cumplir esta edad.



Otro problema importante es el relacionado con el personal contratado por los notarios que caducarán en sus funciones por cumplir los 70 años de edad. Una cosa es iniciarse como notario sabiendo que se tiene una fecha de término, con relación a la cual puede preverse la situación del personal auxiliar, y otra, que dicho plazo quede establecido de repente. Creo que habría que excluir de esta disposición a los notarios, conservadores y archiveros ingresados sin el requisito de la edad, y si en definitiva se insistiere en ese tope de edad, deberían considerarse normas y sistemas tocantes al personal de las notarías. No se trata de decir: "Señor, usted dejó de ser notario, y no interesa lo que ocurra con sus empleados". La ley en proyecto debe tomar en cuenta a los funcionarios auxiliares del Poder Judicial, porque poseen una característica muy especial: tienen su personal, sus oficinas y su empresa; y más que auxiliares de la administración de justicia, lo son del desarrollo económico del país. En consecuencia, los trabajadores de los notarios pierden su empleo cuando éstos dejan de existir como tales. Por consiguiente, la Comisión propone rechazar este artículo por las razones que he mencionado, a las cuales he agregado motu propio el problema de los funcionarios de los notarios, pensando profundamente en lo que les sucedería si aprobáramos esta disposición. Sin perjuicio de ello, en la Comisión Mixta podremos analizar el tema y fijar la edad de jubilación de los notarios, archiveros y conservadores que ingresen al Escalafón Secundario de la Administración de Justicia. Seguramente podremos fijar 75 años, los mismos que rigen para los Ministros de la Corte Suprema, y tendremos también la oportunidad de tratar la situación de su personal.



Estas son, en definitiva, señor Presidente —para no cansar a Sus Señorías—, las diferencias más relevantes entre los proyectos del Senado y de la Cámara de Diputados. En general, el despachado por esta rama del Parlamento en su primer trámite constitucional ha sido aceptado por la Cámara Baja en sus ideas básicas: requisitos de nombramiento, de formación y de carrera, y calificación del personal del Poder Judicial. Las principales diferencias son las que he dado a conocer esta tarde.



Por estas razones, pido a la Sala aprobar con el quórum especial requerido lo propuesto por la Comisión, porque una serie de disposiciones son materia de ley orgánica constitucional. Algunas fueron declaradas así por el Senado, y otras, por la Cámara de Diputados, por lo que resulta conveniente, para evitar problemas, que todas sean acogidas con el citado quórum.



He dicho.

El señor THAYER.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor THAYER.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto sumamente complejo, y por la relación circunstanciada del Senador señor Diez sabemos que existe, en general, una gran coincidencia de criterio entre ambas Cámaras. Entiendo que, en principio, lo más razonable es aprobar aquellas materias de la iniciativa en que haya dicha coincidencia.



Por otra parte, deseo referirme a dos aspectos. El primero, recién mencionado por Su Señoría, dice relación al artículo 495 bis, que dispone que los auxiliares de la administración de justicia permanecerán en sus cargos hasta cumplir 70 años de edad.  Esa norma,  evidentemente,  es  inaceptable  y  carece  de  justificación —como se ha señalado— respecto del personal actualmente en servicio. Además, desde el punto de vista de las expectativas de vida, no parece una disposición sensata. No estoy hablando en nombre de quienes hemos cumplido 70 años, pero la citada expectativa normal de vida en el país supera esa edad. Asimismo, es inadecuado forzar a la gente a jubilar anticipadamente, cuando todavía está en condiciones de prestar servicio. Además, están los otros inconvenientes que hizo presente el Honorable señor Diez.



Finalmente, como no alcancé a captar bien lo referente a los concursos para incorporarse a la Corte Suprema, debido a que el informe no se distribuyó con la debida anticipación, agradecería mucho que el señor Senador informante, con la venia de la Mesa, nos explicara la razón de la diferencia de criterio que existe con la Cámara de Diputados tocante a este punto, relativo a las vacantes que se produzcan en el Máximo Tribunal.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, como expliqué, se trata de una materia no substancial, que dice relación solamente a un tema de juicio valórico, relativo a la formación de una quina para nombrar a un miembro del más Alto Tribunal de Justicia. La Corte puede elegirla, pues sabe cuáles son los funcionarios que están en condición de ocupar dichos cargos. Para formar la quina no necesita llamar a concurso, porque se supone que todos los miembros del Poder Judicial aspiran a alcanzar la cima de la carrera funcionaría, que es integrar la Corte Suprema. La Corte —reitero— dispone de todos los elementos de juicio para formar dicha quina. Sin embargo, como señalé con mucha precisión, se trata de una materia de juicio que no es sustancial.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, con el objeto de facilitar el despacho del proyecto, propongo que, con el quórum constitucional requerido, demos por aprobadas todas las normas que la Comisión aprobó por unanimidad. Sólo pediría que se excluyera de ese procedimiento el número 17 del artículo 1°, tocante a la posibilidad de cualquier persona de hacer llegar antecedentes al órgano calificador, porque tengo mis observaciones sobre el particular. Entonces, nos pronunciaríamos en forma especial solamente sobre aquellas normas respecto de las cuales hay discrepancia entre ambas Cámaras.

El señor VALDÉS (Presidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala para proceder en la forma propuesta?

El señor DIEZ.- ¡Se ha pedido votación para el número 17!

El señor VALDÉS (Presidente).- Debemos esperar hasta reunir el quórum constitucional necesario.

El señor DIEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).- Puede usar de la palabra, Su Señoría.

El señor DIEZ.- Si se dan por acogidas todas las normas que la Comisión aprobó por unanimidad, ello no podría extenderse al número 17), pues en este caso la Comisión rechazó por unanimidad el criterio de la Cámara. Por ello, sugiero votar simplemente aquellas disposiciones respecto de las cuales se pida votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El número 17).

El señor DIEZ.- El número 17) es uno de ellos.

El señor LARRAÍN.- Y lo mismo debe hacerse con relación a aquellas que hayan dado lugar a una votación dividida, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- ¿Existe alguna otra norma, fuera del número 17), que merezca reparo a los señores Senadores?

El señor DIEZ.- Ninguna otra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- En ese caso, si le parece a la Sala, se darán por aprobadas todas aquellas proposiciones que contaron con unanimidad en la Comisión y por rechazadas las demás, con excepción del número 17) del artículo 1°, dejándose constancia de que emiten pronunciamiento 27 señores Senadores, para los efectos del quórum constitucional exigido.



--Así se acuerda.

El señor VALDÉS (Presidente).- En discusión el número 17).



Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no es este un tema sustancial, pero en la relación hecha por el Presidente de la Comisión me llamó la atención el que el artículo 275 aprobado por el Senado y rechazado por la Cámara de Diputados disponga que "cualquier persona podrá hacer llegar al respectivo órgano calificador" —de los jueces o funcionarios judiciales, se entiende— "sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados", etcétera.



En lo personal, creo que exponer a los funcionarios judiciales, jueces y ministros al juicio público de cualquier persona es ir mucho más allá de lo necesario, porque la norma se puede prestar para que cualquier particular, incluso con afán de venganza, haga una denuncia. Me dirán que si es infundada será rechazada, pero basta que se haga pública para que algo quede.



A mi juicio, la calificación debe estar sujeta, primero que nada, a la estructura en que la persona se desempeña; allí debe regularse su conducta. A lo más, podría llegarse —pero eso no lo expresa la disposición, y ahora no podemos agregarlo— a que interviniesen órganos más responsables y competentes que, siendo colaboradores de la justicia, pudieran observar esa clase de conducta. Pienso, por ejemplo, en los colegios de abogados u otras entidades que tengan una respetabilidad por su organización. Pero en ningún caso podemos dejar la materia al arbitrio de cualquier persona. Porque cualquier habitante de un pueblo o ciudad pequeña, por ejemplo, podría hacer una denuncia de esta naturaleza movido, a lo mejor, por una mala experiencia que lo lleve a plantear, equivocadamente, un juicio falso. Con ello, provoca la apertura de todo un proceso, como se deduce de la lectura del inciso segundo del artículo en comento:



"Dichas opiniones deberán formularse por escrito y contener los fundamentos y antecedentes en que se basen. Copia de las mismas deberá remitirse de inmediato por el órgano calificador a los afectados para que efectúen los descargos que estimen pertinentes, antes de iniciarse el proceso de calificación.", etcétera.



Creo que esta norma va contra el sistema normal de calificación de la Administración Pública. En ningún otro sector se ha contemplado la posibilidad de lo que podríamos denominar la "denuncia pública" u "observación pública" de la conducta de los funcionarios. Por ese motivo, careciendo de un perfecto convencimiento respecto de los posibles efectos de la disposición, prefiero llamar la atención del Senado para solicitar que no la apruebe.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, la Comisión analizó la situación producida, tanto al estudiar la materia en el primer trámite como durante el debate que realizó en este tercer trámite constitucional. Desgraciadamente, no tengo el informe, pero, por lo que recuerdo, la tesis del Senado tendía a que cualquier persona pudiese hacer llegar sus observaciones por escrito, en forma reservada, al órgano calificador. Actualmente, se puede mandar una carta al diario, si se quiere, o hacer la denuncia por la radio. De hecho, lo vemos todos los días. Lo que deseamos es que el calificador pueda conocer los antecedentes reservadamente. En rigor no abre ningún proceso, ni llena ninguna carátula; simplemente, pone la situación en conocimiento del calificado, y, con lo que éste diga, aprecia la denuncia.



La Comisión, por unanimidad, estimó que la norma refleja la nueva visión imperante, de acuerdo con la cual todo debe ser transparente y poderse examinar, con la debida reserva y sin perjudicar la honra de la persona. Por eso...

El señor LARRAÍN.- Son los "nuevos tiempos"...

El señor DIEZ.- ...se establece el carácter reservado. Pero, también, esas palabras que se dicen en contra de algún funcionario judicial deben ser puestas en conocimiento de éste, de acuerdo con las normas, no del debido proceso —en realidad, no hay proceso—, sino de la lógica en una sociedad justa. El afectado tiene derecho de contestar y de hacer sus observaciones. Y el calificador será libre y soberano para cumplir su función, sobre la base de estos y otros antecedentes. No estará obligado a fallar: "Tiene razón esta persona"; "No tiene razón esta persona". Tanto la acusación que se haga como la defensa que se formule son elementos de juicio para el calificador, que no necesitan un pronunciamiento expreso ni una determinación específica.



Ahora, privarlo de esta posibilidad nos parece ilógico, porque las personas manifiestan sus opiniones respecto de los Poderes Públicos a través de la prensa. Aquí estamos estableciendo, con motivo de la calificación, un camino privado que puede servir para que el calificador recoja los elementos...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una breve interrupción, señor Senador, con la venia de la Mesa? Sólo deseo formularle una pregunta.

El señor DIEZ.- Con el mayor gusto.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En primer lugar, deseo hacer presente al señor Presidente de la Comisión que la materia me merece dudas, razón por la cual prefiero que no se legisle, y, en segundo término, preguntarle si existe algún otro caso, dentro de la estructura jurídica de orden pública chileno, en que se contemple la posibilidad de colaborar en la calificación de funcionarios, como se propone aquí.

El señor DIEZ.- No conozco otro caso, señor Presidente, pero creo que alguna vez debemos comenzar a introducir modernizaciones como ésta en la Administración Pública...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero hagámoslo con un estudio profundo, señor Senador, para estar conscientes de los efectos positivos o negativos de semejante disposición. Creo que en este momento no cabe agregar una norma que puede cambiar totalmente el sistema calificatorio, máxime tratándose de un Poder del Estado como es el Judicial.

El señor DIEZ.- Deseo recuperar el uso de la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ha solicitado una interrupción a Su Señoría el Honorable señor Martín.

El señor DIEZ.- Se la concedo con mucho gusto.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Martín.

El señor MARTIN.- Señor Presidente, cuando se discutió por primera vez esta norma en la Sala, me pronuncié en contra, y señalé que, en verdad, ella podría abrir un verdadero juicio público respecto de los jueces. Estamos en Chile, señores Senadores. De aprobarse, se prestará para toda clase de venganzas y odiosidades, que se manifestarán no sólo por parte de los contrincantes que no hayan obtenido, sino también de los abogados que hayan visto defraudadas sus pretensiones en el juzgado.



Sólo el hecho de que signifique una acción pública y un juicio público en contra de un juez nos lleva a concluir la inconveniencia de incluir en el Código Orgánico de Tribunales, por primera vez en Chile, una disposición de esta naturaleza, que alcanza en sus funciones a los jueces. Veamos su texto: "podrá hacer llegar al respectivo órgano calificador sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados,". En consecuencia, la conducta funcionaria y el desempeño del juez letrado, en su sublime misión de hacer justicia, quedará expuesta a la observación de quienquiera hacer uso de odiosidades y venganzas por no haber obtenido o por haber fracasado en sus pretensiones.



Por tales razones, señor Presidente, estimo que la norma tiñe al Código Orgánico de Tribunales de una manera que denigra a los jueces de la patria.



Muchas gracias.

El señor VALDÉS (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Diez.

El señor DIEZ.- Señor Presidente, sé que cuando se crea una institución es difícil que resulte perfecta y puede prestarse para muchas aberraciones, pero hay que comenzar. Y lo hemos hecho de la manera más prudente posible. Se ha empezado diciendo: "Señor, puede escribir en la prensa lo que quiera". Ese sí que es juicio público. "Puede expresar por radio lo que quiera". Eso es juicio público. Y hemos visto en la prensa críticas al Poder Judicial todo el tiempo. La posibilidad de expresar la opinión es esencial al sistema democrático, donde hay libertad de pensamiento. Aquí, en cambio, se trata de una comunicación escrita, dirigida a un órgano determinado, que pone los antecedentes en conocimiento de la persona calificada y considera la situación en el momento de pronunciarse para calificar.



Eso es lo que hemos hecho. Sé que es difícil. Ciertamente, es más fácil no hacer nada: hay menos posibilidades de equivocarse. Pero una sociedad debe tender a perfeccionarse, y es necesario buscar los medios para alcanzar ese fin. Y la luz no perjudica, sino que perfecciona cuando se toman las medidas prudentes para que no se utilice el chantaje. No puedo presumir que los abogados y las personas van a usar la norma de esa manera. Debo, más bien, admitir que, así como se puede publicar un parecer en el diario, procede hacer presente un juicio a los calificadores.



Sé que se trata de una innovación, pero tengo el convencimiento más absoluto de su conveniencia. Es posible que se produzcan algunos excesos o injusticias, pero creo que el bien que se obtendrá del conjunto de la institución será mucho mayor. Y, a medida de que los calificadores vayan sentando jurisprudencia en el trato de estas denuncias, no cabe duda de que se irá surtiendo un efecto. Por lo demás, si ellas constituyen imputación calumniosa o injuriosa, pueden dar lugar a responsabilidad, conforme al Código Penal, pues constan por escrito.



Señor Presidente, doy excusas por el apasionamiento que he puesto en mis palabras. En mi opinión, estamos en presencia de una sana medida, que hará bien al Poder Judicial, por lo que pido al Senado que apruebe la disposición nacida en esta Cámara y rechace el criterio de la Cámara de Diputados, que no quiere la transparencia en este terreno.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, luego de escuchar las brillantes intervenciones de quienes me han precedido, debo señalar que, desgraciadamente para la posición de la Comisión, estoy de acuerdo con lo que han manifestado los Senadores señores Andrés Zaldívar y Martin. Me parece muy peligroso abrir esta posibilidad de malas denuncias e influencias para un solo caso: el de los tribunales de justicia.



Concuerdo en que quizá resultaría conveniente establecer un sistema general, en virtud del cual la ciudadanía pudiera reclamar contra la conducta funcionaria de cualquier integrante de la Administración del Estado. He oído que en Malasia, por ejemplo, todos los empleados públicos, incluidos los embajadores, deben usar una credencial que indique su nombre, a fin de que cualquier ciudadano sepa quién lo atendió y pueda, en un momento determinado, reclamar contra su conducta funcionaria. A mi juicio, es posible establecer una regla general en ese sentido, pero fijarla sólo para los funcionarios de la Administración de Justicia, lo encuentro peligroso. Por lo tanto, reitero que estoy de acuerdo con la posición de los Senadores señores Andrés Zaldívar y Martin.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.- Señor Presidente, el Senador señor Andrés Zaldívar ha hecho muy bien en pedir un debate especial sobre esta materia, porque no hay opción que no comprenda aspectos negativos.



Tengo la impresión de que el Honorable señor Alessandri "ha dado en el clavo": lo que molesta es que el procedimiento se aplique específicamente en el caso de la calificación de los funcionarios del Poder Judicial. No recuerdo exactamente, pero creo que no existe un método similar en el Estatuto Administrativo respecto de los empleados públicos. Y si ello se plantea especialmente para el Poder Judicial, no me gusta; parece un tanto denigrante.



Sin embargo, si se aprobara la disposición, tendría que hacer constar algo obvio que no se contempla en ella: la reclamación debe ser firmada, esto es, se supone que quien reclama lo hace con su firma y bajo su responsabilidad ante el órgano correspondiente. La exigencia de que el reclamante deba proceder en tal sentido, me parece un principio sano, porque precisamente una de las maneras de evitar que se formulen diatribas o acusaciones injustas por la prensa, es consagrar en la ley una fórmula razonable, no escandalosa y mucho más eficaz, a fin de actuar derechamente ante el órgano calificador respectivo. Eso lo apruebo. Pero me preocupa —repito— que la norma se establezca única y exclusivamente con referencia al Poder Judicial.



Esa es la razón por la cual he terminado por inclinarme por la idea de no legislar ahora sobre este punto, a menos de normar en forma general el derecho de reclamación ante cualquier órgano calificador de los empleados públicos.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, a mi juicio, el tema que estamos tratando es muy interesante.



Normalmente, en las calificaciones de los empleados públicos, las anotaciones negativas se efectúan al cometerse la falta o hacerse la observación, y el afectado debe firmar y tomar conocimiento de ellas en el momento oportuno. Aquí estamos frente a una situación en que pueden pasar 10 ó 12 meses para que la persona recién se imponga de lo que dijo alguien hace mucho tiempo. En mi opinión, es muy importante que quien recibe una amonestación se entere de ella oportunamente.



Tengo entendido que actualmente es así en el Poder Judicial. En la prensa, no muy a menudo, hemos visto que se han aplicado sanciones bastante severas a determinados jueces, las cuales han sido dispuestas por la Corte de Apelaciones, previa investigación de un Ministro nombrado al efecto. Por lo tanto, hay un debido resguardo ante faltas que cometan los magistrados.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, creo que el Senador señor Andrés Zaldívar tiene toda la razón en su planteamiento.



Al respecto, quiero relatar la experiencia que se tiene en los servicios de salud. En éstos se mantiene permanentemente un libro de reclamos —en la Dirección del hospital o del servicio respectivo— donde la persona que considera que ha sido atropellada o mal atendida deja expresa constancia de ello, con su firma. Indudablemente, aquél queda a buen resguardo, porque, de lo contrarío, quien fue denunciado podría desquitarse incluso —es posible que suceda— en la persona del enfermo. Sin embargo, indiscutiblemente, dichas anotaciones sirven como antecedente para la calificación posterior.



Tal procedimiento, que en general ha funcionado bien en un Servicio, podría extenderse a otros.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, deseo manifestar que nos asiste una duda con relación a la disposición aprobada por el Honorable Senado y la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que más bien estaríamos por derogar dicho artículo en los términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



No olvidemos que se trata de un proyecto que regula la carrera funcionaria de los jueces, de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y de los empleados del Poder Judicial, y establece un conjunto de normas para velar precisamente por la existencia de una carrera de mérito. Y, desde ese punto de vista, estimamos inconveniente y peligrosa una disposición como la señalada.



Si existe algún reparo acerca de la conducta o desempeño de determinado magistrado o funcionario judicial, los mecanismos pertinentes para hacerlo valer son las investigaciones o los sumarios al interior del Poder Judicial.



Por consiguiente, nos inclinamos por mantener el criterio de la Cámara de Diputados, en el sentido de derogar el artículo 275 vigente del Código Orgánico de Tribunales.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que se trata de una materia razonablemente opinable y discutible y, si hay inquietudes, estimo prudente debatirla a fondo. Sin embargo, las apreciaciones que se han vertido no necesariamente corresponden al sentido de la norma que el Senado aprobó en el primer trámite constitucional, la que, luego de conocerla, considero bastante sensata e innovadora.



Ella fue objetada porque podría aparentar una suerte de juicio público a los magistrados. No es así: plantea la posibilidad de que, antes de iniciarse el proceso de las calificaciones, se hagan llegar al órgano calificador las opiniones que algunas personas estimen necesarias para que aquél sea debidamente realizado. No hay un juicio, sino una entrega de antecedentes. Y, por lo tanto, no se está exponiendo a los jueces a algo ajeno a lo que cualquier persona, en cualquier entidad, de todas maneras pudiera formular. En ese sentido, lo que se propone es, a mi juicio, conveniente.



En seguida, también pareciera plantearse la idea de que la transparencia en sí misma es negativa. Al respecto quiero manifestar que ella no sólo es útil en el Poder Judicial, sino en todas las actividades de la autoridad pública. Es una de las características de nuestros tiempos y una de las virtudes que tiene muchas veces la libertad de prensa, que nos permite a través de los medios de comunicación lograr esos objetivos. Pero no pueden las instituciones descansar únicamente en lo que se hace en los medios de comunicación, a menudo sin necesario fundamento y con otros efectos que no son los más deseables. Aquí hay una transparencia responsable. Y lo que señaló uno de los señores Senadores que me antecedió en el uso de la palabra, es muy importante. Aquí las opiniones son formuladas por personas que, nominativamente, en forma fundada y por escrito, dejan constancia de sus puntos de vista. Es transparencia, pero transparencia responsable, y en esa misma perspectiva contribuye a que este proceso de calificación sea llevado de la mejor manera, no sólo en lo que atañe a los jueces, sino también al órgano calificador.



Finalmente, se objeta el procedimiento por no existir en otras instituciones de la Administración Pública. Sin embargo, en algún momento debe empezar a aplicarse, si acaso estamos convencidos de sus bondades. No puede aducirse en contrario el hecho de que no se contemple en otro organismo del Estado, porque, cuando se proponga para aquél, se va a rechazar sosteniendo que no está instituido en el Poder Judicial.



En consecuencia, no es argumento —nunca lo ha sido— la circunstancia de que tal práctica no esté establecida en todos los entes públicos, porque, salvo que todas las reformas se hagan siempre omnicomprensivas y afecten a la totalidad de las instituciones, nunca se podrán aprobar. De manera que ello —repito— no es obstáculo para que efectivamente podamos incorporar ese mecanismo al Poder Judicial, si acaso nos parece razonable. Y estimamos conveniente que se abra una instancia para que externamente lleguen a éste, en forma responsable, opiniones que contribuyan al mejoramiento del proceso calificador. Y no tenemos por qué pensar que sólo serán conceptos negativos sobre los jueces; también podrán remitirse juicios positivos que ayudarán a las calificaciones de mérito, tan importantes en el proceso y en la vida de los magistrados, y, en general, de los funcionarios judiciales.



Por lo tanto, considero razonable mantener los planteamientos propuestos por la Comisión, y que su Presidente expuso clara y nítidamente esta tarde.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, seré muy breve. Deseo manifestar que daré mi voto favorable al número 17), por estimar positivo llevar la transparencia a todos los órganos del sector público.



Hoy está en discusión el sistema de la probidad y la modernidad, y esta iniciativa apunta en ese sentido. Por lo demás, tomo en consideración y me hace mucha fuerza el hecho de que será una reclamación fundada. Es decir, no es algo anónimo. A lo mejor, muchas veces, se recurre a los medios de comunicación por no existir una instancia de esta naturaleza, la cual sería bastante más seria y de mayor responsabilidad.



Por otra parte, ésta es una iniciativa que se enmarca en una política de modernidad a la que debemos encaminarnos sin ningún temor. Opino que así como incluso se exige a los Senadores mantener una absoluta transparencia en nuestros actos, pienso que ningún funcionario del sector público en este país puede tampoco estar exento de esa responsabilidad.



Por eso, votaré favorablemente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton.

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, estimo que si se compara la situación existente en la actualidad con la que regiría en caso de ser aprobada la norma propuesta por la Comisión, ella es favorable incluso al juez que va a ser calificado. Toda vez que hoy es posible que la información contraria a ese magistrado llegue al órgano calificador, sin que ni siquiera el juez se imponga de ella.



El precepto exige que esa acusación o antecedente sea, primero, por escrito; segundo, fundado; tercero, reservado, y, por último, que se pida obligadamente información al juez objeto de tal reclamación.



En consecuencia, hay un grado de protección mayor para el magistrado que el que tendría de no aprobarse la norma en discusión. Por eso concurrí a dar la unanimidad en la Comisión a favor de ésta.

El señor VALDÉS (Presidente).- En votación el informe de la Comisión.



--(Durante la votación).

El señor VALDÉS (Presidente).- Si me permiten fundamentar el voto, diría que esta disposición es el inicio o parte de una concepción que corresponde al Defensor del Pueblo. El Senador señor Alessandri expresó que esto debía regir para todas las instituciones públicas, porque es la forma como se califica la denuncia antes de ser presentada al tribunal.



Hecha esa salvedad a modo de comentario, voto que sí.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor VALDÉS (Presidente).- Terminada la votación.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Resultado de la votación (16 votos por la afirmativa, 15 por la negativa y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Cantuarias, Cooper, Diez, Fernández, Hamilton, Horvath, Huerta, Lagos, Larraín, Larre, Muñoz Barra, Pérez, Romero, Siebert, Urenda y Valdés.



Votaron por la negativa los señores Alessandri, Calderón, Díaz, Frei (don Arturo), Gazmuri, Letelier, Martin, Matta, Mc-Intyre, Prat, Ruiz (don José), Sinclair, Thayer, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Ríos.

El señor VALDÉS (Presidente).- No hay quórum.

El señor DIEZ.- Se trata de una iniciativa que requiere de quórum de ley orgánica constitucional, y no hay quórum. Por lo tanto, debe ir a trámite de Comisión Mixta.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Ayer se tomó un acuerdo general en el sentido de que todos los artículos se votarían con quórum de ley orgánica constitucional.



--Por no haberse reunido el quórum constitucional requerido, se rechaza el Nº 17 del artículo 1°, y puesta en votación la proposición de la Cámara de Diputados, también se rechaza con la misma votación.

El señor VALDÉS (Presidente).- Por consiguiente, el proyecto pasa a Comisión Mixta. Propongo designar como sus representantes a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Acordado.



Queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.



Ha concluido el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor VALDÉS (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria. Rogaría, sin embargo, a los señores Senadores que de hoy en adelante entregaran los oficios a la Mesa por lo menos un día antes de la sesión, a fin de poder estudiarlos, porque en ciertas ocasiones algunos contienen materias propias de fiscalización. Y varios señores Ministros me han hecho presente que no corresponde al Senado formular apreciaciones que impliquen algún tipo de investigación. En este caso, no se produce. Pero insisto en que los hagan llegar con un día de anticipación, con el objeto de conversar con el autor del oficio —si es necesario—, para ver si se ajustan a las atribuciones de esta Corporación.

_______________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora Frei (doña Carmen):

CONSTRUCCIÓN DE JARDÍN INFANTIL EN POBLACIÓN BONILLA DE ANTOFAGASTA (SEGUNDA REGIÓN)



"Al Director de Presupuestos, representándole la grave situación asistencial existente en la comuna de Antofagasta y la importancia de llevar adelante el proyecto "Construcción Jardín Infantil, Población Bonilla, Antofagasta" (Código Bip 2005697), cuya solicitud de estudio reitera.".

_______________



Del señor Horvath:

FONDOS PARA CONSTRUCCIÓN DE CENTRO DE DETENCIÓN PREVENTIVA DE CHILE CHICO (UNDÉCIMA REGIÓN)



"A la señora Ministra de Justicia y al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que se sirvan informar sobre la reducción de los fondos destinados a la construcción del Centro de Detención Preventiva de Chile Chico en Undécima Región.".

_______________

El señor VALDÉS (Presidente).- Entiendo que los Comités autorizaron a la Comisión de Régimen Interior para sesionar brevemente al término de esta sesión. Como el señor Vicepresidente forma parte de ella y ya ha terminado el Orden del Día, solicito el asentimiento de la Sala para que pase a presidir el Honorable señor Díaz.



Acordado.



--Pasa a presidir, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Díaz.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz De Giorgio para rendir homenaje a la Marina Mercante Nacional, con motivo de conmemorar su aniversario el 26 de junio en curso.

HOMENAJE A MARINA MERCANTE NACIONAL

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, dos hechos históricos de extraordinaria trascendencia marcaron nuestro desarrollo como nación en forma desigual: el descubrimiento de Chile por el sur, por el navegante portugués Hernando de Magallanes, el 21 de octubre de 1520, en una de las mayores proezas náuticas de la historia de la humanidad, y el redescubrimiento de Chile por el norte, 16 años más tarde, por el capitán español Diego de Almagro.



Durante la mayor parte de nuestra historia, desde la Colonia hasta las últimas décadas, se consideró la acción del capitán español como el descubrimiento de Chile, ignorándose la importancia del descubrimiento de Magallanes, elemento que marca una tendencia en nuestra cultura como pueblo, de cara a la cordillera y de espaldas al mar.



Lo que pudo entenderse y hasta justificarse en los primeros años de nuestra colonización, fue perdiendo sentido en la medida en que se consolidaba la nación, y sin duda es una aberración en el presente. Nos sigue costando abrir la amplia ventana que nos presenta el Pacífico, generoso en alimentos, minerales, expedita y gratuita vía de comunicación entre los distintos puntos del territorio nacional y el resto del mundo.



La cordillera de Los Andes nos convierte en casi una isla en el extremo del continente americano, de cara al más grande océano del planeta y en la antesala de la Antártica. Nuestra costa, aparte de sus grandes atractivos turísticos, tiene un extraordinario valor económico-estratégico, en la perspectiva del impresionante desarrollo de los países ribereños del Pacífico.



Hemos carecido de vocación marítima, y lo más lamentable, de conciencia de nuestra realidad geográfica y del fundamental aporte que el mar puede y debe entregar a un gran proyecto de desarrollo nacional. Pareciera que nuestro destino es el aferrarnos a los valles y cerros de la costa, como huyendo del mar que, generoso, nos entrega sus riquezas. De ese mar que no sólo nos permite usufructuar de las riquezas naturales, sino que nos da la oportunidad de incorporar las modernas tecnologías para cultivarlo, de manera que, a través de su uso responsable, pueda generar riqueza y bienestar para las generaciones del presente y de las que vendrán en el futuro.



La celebración del día de la Marina Mercante Nacional, el próximo 26 de junio, nos brinda una nueva oportunidad para reflexionar sobre este tema y, al mismo tiempo, para entregar algunas propuestas que puedan servir en el diseño de una política de desarrollo nacional, de cara al Pacífico y en la perspectiva del siglo XXI.

LOS INTERESES MARÍTIMOS

1. Actividad pesquera


a) Pesca al interior de las 200 millas



Desde hace tres décadas, nuestro país experimenta un sostenido crecimiento de la actividad pesquera, iniciada en la década de los años sesenta con la explotación de la anchoveta y su transformación en harina. Este desarrollo se hace sin un conocimiento adecuado de las diversas especies por la falta de investigación y con un marco jurídico insuficiente para resguardar debidamente los recursos.



Después de numerosos intentos de elaborar una legislación acorde con las exigencias del acelerado desarrollo de la actividad pesquera nacional, en 1991 se dictó la Ley General de Pesca y Acuicultura, que fijó los criterios básicos para la administración pesquera. La dictación de esta ley, lejos de dañar la actividad, como algunos sostenían, ha permitido que se siga desarrollando la pesquería y ha constituido un importante avance en la regulación de la explotación de recursos, que si bien son renovables, no son inagotables.



La experiencia de estos años nos indica que esta norma debe mejorarse en diversos aspectos, tanto para hacer efectivos los mecanismos de control, y especialmente de protección, como también para abrir nuevas expectativas a la industrialización de los recursos, que signifique incorporar valor agregado a nuestros productos del mar.



Uno de los elementos importantes que contempla la actual legislación es la creación de los Consejos de Pesca, en los que se incorporan los diversos actores del proceso productivo, quienes junto a las autoridades y a los expertos tienen la principal responsabilidad en la regulación de la explotación pesquera. Aborda, también, mecanismos de apoyo a los pescadores artesanales, cuya efectividad dependerá en buena medida de la organización y creatividad de los mismos pescadores.



Especial importancia debe darse al desarrollo de la acuicultura y a los planes de manejo de las áreas costeras, para lo que se hace necesario modificar el régimen de dominio de los terrenos costeros y la dictación del "Reglamento de Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos".


b) Pesca fuera de las 200 millas



En el área marítima circunscrita por los paralelos 5°, latitud norte, y 60°. latitud sur, y limitada por el meridiano 120, longitud oeste, que corresponde a las costas de Colombia, Ecuador, Perú y Chile, se capturaron en 1990 —último año con información disponible— casi 13,9 millones de toneladas. De éstas, 1,4 millones fueron capturadas fuera de las 200 millas.



Esta información demuestra que, a pesar de que varias pesquerías han incluso alcanzado el estado de "plena explotación", más allá de las 200 millas se abre una importante expectativa para el desarrollo de la pesca de alta mar.



Nuestro país debe desarrollar una mayor conciencia de la magnitud de esta riqueza, de la necesidad de tener presencia en ese mar, proyección de nuestro espacio marítimo, hoy surcado por naves con banderas extranjeras. Ese importante desafío requiere de la coordinación del Estado y del sector privado para generar un cambio importante en nuestro desarrollo pesquero nacional.

2. Transporte marítimo


a) Política de transporte



El transporte ha tenido en nuestro país un desarrollo desordenado, cuya única relación con las actividades productivas ha sido la de entregar la respuesta más fácil del momento, que generalmente ha sido insuficiente y a un elevado costo para la comunidad nacional.



Se despreció el uso de ferrocarriles, dejando morir a la empresa estatal, porque la moda era el desarrollo de medios privados que veían en el ferrocarril una competencia desleal. Hoy habrá que reconstruirlos a un elevado precio, vendiendo al sector privado parte de los equipos en condiciones desventajosas para el país y manteniendo en manos del Estado las vías y el transporte de pasajeros.



La vía marítima fue prácticamente reemplazada por carreteras inseguras, de alto costo y que ha permitido la expansión gigantesca de la actividad de transporte en camiones, los que, por su peso, necesitan de vías cada vez más resistentes y anchas lo que significa rehacer cada cierto tiempo las carreteras.



El país necesita una política de Estado que defina los lineamientos del transporte, diseñando la infraestructura de ferrocarriles, carreteras, puertos y aeropuertos, y determine posteriormente la forma de propiedad de los mismos, de acuerdo con el interés superior de la nación. En la definición de esta política, debe tenerse en cuenta, entre otros elementos, el avance de la integración con los países de Sudamérica de la costa Atlántica, cuyas relaciones comerciales con los de la cuenca del Pacífico irán en aumento.



Dentro de la política general de transporte, deberá establecerse una política de transporte marítimo, tanto de cabotaje nacional como de la atención de nuestro comercio internacional. Una vez que se fije la política nacional de transporte marítimo, el país, a iniciativa del Presidente de la República, y con la participación serena de los representantes del pueblo en el Parlamento, determinaremos la propiedad de las empresas que aún permanecen en manos del Estado. No me parece razonable efectuar hoy el debate, cuando no conocemos cuáles son las políticas del Estado sobre esta importante materia.


b) Cabotaje nacional



El transporte de mercaderías por vía marítima puede llegar a ser más barato que el de por tierra si se adoptan medidas adecuadas en materia de sistemas de transporte, tipos de naves y eficiencia portuaria. La introducción del "container", que da seguridad a los propietarios de las mercaderías y facilita considerablemente las faenas de carga y descarga, ha bajado notoriamente los valores de los fletes. Si a ello agregáramos, con creatividad, algunas innovaciones y construyéramos instalaciones portuarias especiales para el cabotaje nacional, eliminando numerosas trabas burocráticas que hoy encarecen la actividad marítima, podríamos contar con un medio expedito, económicamente adecuado y reduciríamos considerablemente los costos de mantención de nuestras carreteras.


c) Comercio internacional



Nuestra flota mercante nacional cubre una cifra cercana al 10 por ciento de las necesidades de transporte marítimo que genera nuestro comercio internacional. Es decir, tenemos un impresionante déficit de marina mercante en un país esencialmente costero, pero que no ha sido capaz de ingresar a la selecta sociedad de las naciones con un gran desarrollo de su actividad marítima.



Más grave aún es que una parte de nuestra flota mercante navega con banderas de conveniencia, utilizando oficiales y tripulantes extranjeros. Existe en este punto una clara contradicción: por una parte, los intereses del país nos obligan a ocupar nuestro mar presencial, pero los intereses de algunas empresas armadoras los llevan a adoptar banderas de conveniencia. Ello, porque, al no existir una política de Estado que promueva esta actividad, cada armador busca la conveniencia de sus propios intereses, que no siempre coinciden con los intereses generales del país.



Todo lo anterior ocurre mientras la mayoría de los países más desarrollados crea mecanismos para proteger sus naves y tripulaciones, porque la actividad naviera, relacionada a la industria de construcción y reparación de naves, genera importante actividad y es, en muchos lugares, la base de su desarrollo económico.



En tanto se estudia el tema de las banderas de conveniencia y se establecen normas de protección que no obliguen a nuestros armadores a recurrir a esta práctica inadecuada y lesiva para los intereses marítimos del país, he solicitado a diversos Ministerios, especialmente al de Defensa, la modificación del precepto que permite que buques de armadores nacionales puedan utilizar tripulaciones extranjeras.


d) Puertos



Las necesidades crecientes de nuestro comercio exterior, las exigencias que generan nuestros acuerdos internacionales, particularmente con los países americanos ribereños del Atlántico sur, y la imperiosa tarea de desarrollar un agresivo cabotaje nacional, hacen del tema de los puertos y de sus vías de acceso una de las materias de mayor relevancia en un proyecto de desarrollo nacional, que las autoridades y la comunidad nacional deben abordar con prontitud como una "política de Estado".



Los alcaldes de las ciudades-puertos se reúnen en estos meses para analizar el tema desde la perspectiva del desarrollo comunal. Es una muy buena iniciativa. Pero necesitarán saber qué puertos crecerán en el futuro y dónde deben construirse nuevas instalaciones, todo ello desde el punto de vista de un proyecto nacional. Este proyecto debe recoger las aspiraciones y necesidades de las Regiones, expresadas por sus respectivos Consejos Regionales; debe considerar la opinión de las organizaciones sociales, tanto de empresarios como de trabajadores, y desde luego de los expertos; y, con la participación multisectorial de los organismos de Gobierno, elaborar propuestas que deben ser analizadas por las Comisiones especializadas del Parlamento, para conocer la opinión de los representantes del pueblo.



Esta es una tarea que no puede esperar.


e) Astilleros



El país tiene un gran potencial económico en la industria de astilleros, que debe ser objeto de un tratamiento especial para competir en igualdad de condiciones con las industrias extranjeras. Es práctica en numerosos países establecer distintas formas de protección a su industria de astilleros, que en cierta medida contradicen las normas de una economía abierta. El interés del país exige que esta materia se estudie con especial atención, en vista de la importancia que para la economía puede generar mayores niveles de desarrollo de esta actividad. No se trata del antiguo proteccionismo que hacía ineficientes nuestras empresas, sino de buscar mecanismos de fomento de una actividad de gran importancia económica, basados en las prácticas comunes de los propios países desarrollados, a quienes tratamos de imitar.

3. Administración de los intereses marítimos



La importancia de los intereses marítimos del país, analizados desde la perspectiva del desarrollo nacional y de la gravitación que ejercen en nuestras relaciones internacionales, obligan a coordinar la acción del Estado, para aprovechar en mejor forma nuestro potencial y resguardar debidamente sus intereses superiores.



Hoy carecemos de una adecuada coordinación entre los distintos Ministerios y servicios, que muchas veces duplican esfuerzos o entraban el desarrollo de importantes actividades económicas, por una falta de comunicación o por una superposición de atribuciones.



Es hora de abordar la estructuración de una Coordinación Superior de los Intereses Marítimos, promoviendo las siguientes medidas:


A) Administrativas



En virtud de lo establecido en el inciso tercero del artículo 33 de la Constitución Política y en los artículos 5°, 20 y 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por disposición de Su Excelencia el Presidente de la República, se puede crear una Coordinación Superior de los Intereses Marítimos, presidida por un Ministro de Estado e integrada por los Subsecretarios de Marina, de Pesca y de Transportes.


B) Iniciativa legislativa



Con el objeto de lograr una mayor eficiencia y delimitar en mejor forma las funciones de los órganos del Estado, y de avanzar en un necesario proceso de modernización, se propone la creación de:


a) Una Subsecretaría de Territorio Marítimo y Marina Mercante, dependiente del Ministerio de Defensa



De esta Subsecretaría debe depender directamente la Dirección del Territorio Marítimo. Una de sus principales funciones debe ser el estudio de las normas que regulan el funcionamiento de la DIRECTEMAR y proponer las modificaciones necesarias, con el objeto de modernizar el servicio y adecuarlo a las exigencias de los nuevos tiempos. En este campo es absolutamente necesario que la civilidad asuma la cuota de responsabilidad que le cabe en el desarrollo de nuestros intereses marítimos, que hasta ahora han sido cautelados casi exclusivamente por la Armada, sobrepasando largamente su capacidad y sus objetivos fundamentales.


b) Una Subsecretaría de Transporte Marítimo y Desarrollo Portuario, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones



Esta Subsecretaría debe tener la misión de evaluar la situación del transporte marítimo del país, y en vista de los proyectos de desarrollo, proponer una política de cabotaje nacional, de fomento de nuestro transporte marítimo internacional y el desarrollo de una política portuaria, que recoja nuestras exigencias presentes y futuras. Estas nuevas Subsecretarías reemplazarían, en la Coordinación Superior de los Intereses Marítimos, a las actuales Subsecretarías de Marina y de Transportes.

4. La gente de mar



Actualmente, existe un clima de franco desaliento en nuestra gente de mar, especialmente, de la Marina Mercante. La razón: el permanente cambio de bandera de nuestras naves que dejan numerosos tripulantes y oficiales cesantes. Muchos oficiales recién egresados buscan su fuente de trabajo en otras actividades, perdiendo su valiosa preparación. Los reglamentos que rigen el trabajo a bordo, los cursos de formación, los sistemas de ascensos y otras actividades relacionadas con los oficiales de la Marina Mercante Nacional están obsoletos.



Para enfrentar este problema debería formarse una "comisión con representantes del Gobierno, que incluya a la DIRECTEMAR, a los armadores y a los oficiales y tripulantes", con el objeto de buscar un acuerdo que permita abordar en forma consensuada las reformas que las actuales disposiciones requieren.



Al terminar estas palabras, pronunciadas con motivo de cumplirse el 26 de este mes el día de la Marina Mercante Nacional, y ante la presencia en el Senado de oficiales, tripulantes y gente de mar, deseo rendir homenaje a los hombres de mar, con quienes compartí una parte importante de mi vida. Un reconocimiento a los pescadores, tripulantes, oficiales y capitanes, que con su sacrificio hacen posible que Chile tenga una presencia humana en este extenso mar, cuyos caminos nos deben llevar a la prosperidad. Gracias a ellos y a la abnegación de sus familias, la bandera de la estrella solitaria aún flamea en los mástiles de unas pocas naves, cuyos armadores han sabido compatibilizar sus propios intereses con los superiores intereses del país.



He dicho.

El señor URENDA.- Pido la palabra señor Presidente.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor URENDA.- Señor Presidente, estimados colegas, en nombre de la Unión Demócrata Independiente, y en el mío propio, adhiero con emoción y entusiasmo al homenaje que el Honorable señor Ruiz De Giorgio ha rendido a la Marina Mercante Nacional, con ocasión de conmemorarse el próximo 26 el día destinado a celebrarla.



En la mayor parte de mi vida profesional y empresarial estuve vinculado a las actividades navieras. Ese cariño y respeto que siento por todos quienes han elegido al mar como su principal fuente de actividad, unido a mi calidad de Senador por la zona más esencialmente marítima de nuestro país, Valparaíso, me ha llevado permanentemente a insistir en la definitiva consolidación de un Chile oceánico, horizonte que hoy tantos comparten.



Pues bien, en ese sentido, estimo que el destino marítimo de nuestro país, unido a su comercio internacional, se entrelaza de manera indisoluble con el rol de la Marina Mercante Nacional.



Esta trilogía fundamental nos llama a darle su genuino carácter, esto es, reconocer que estamos frente a materias que exigen ser tratadas como "Objetivos Nacionales".



Chile, en los últimos veinte años, se anticipó largamente al resto de los países latinoamericanos en la aplicación de los principios de libertad económica, apertura al exterior e incentivo al empuje creador del sector privado. Para ello, fue necesaria la dictación de una serie de cuerpos normativos, asociados a la adopción de políticas coherentes con dichos principios, que, luego de muchos esfuerzos y no pocas incomprensiones, posibilitaron que en esta parte del planeta asumiéramos un claro liderazgo, por los éxitos y logros económicos alcanzados.



La Marina Mercante chilena no fue una excepción, y tuvo un notable crecimiento, sobre todo en su calidad. La dictación del decreto ley N° 3.059, de 1979, con el texto introducido por la ley N° 18.454, fue un gran paso, toda vez que en él se reconocen y expresan congruentemente tanto la circunstancia de nuestra condición geográfica como la necesidad de contar con un sistema de transporte que nos permita aprovechar nuestra posición relativa en relación a los mercados internacionales.



La asunción de una política nacional abierta al mundo y la afirmación legislativa de un objetivo naviero vinculado a ella nos llevan a concluir que la conquista de los mercados externos supone una Marina Mercante Nacional moderna, eficiente y capaz de dar respuestas imaginativas frente al dinamismo del intercambio comercial internacional. Pero, por sobre todo, se requerirá de una voluntad colectiva, plasmada en un objetivo nacional, que propicie las condiciones para su permanente desarrollo.



Este desafío de transformar al mar en el eje del bienestar y la riqueza de nuestra nación no es inalcanzable. Ya contamos para ello con la fuerza y el valor de quienes, empapados del espíritu de hombres del océano, surcan, incluso en estos mismos momentos, los mares del mundo, como tripulantes, pilotos, oficiales, dejando claro en todas partes, y aun en las más difíciles circunstancias, su calidad de herederos de un patrimonio que la naturaleza y la historia han forjado en torno al mar.



Todos ellos merecen nuestra admiración, reconocimiento y respeto, y son los más dignos destinatarios de este homenaje.



Pero ellos no pueden estar solos en su amor por el mar. Nosotros, Senadores, sobre quienes pesa la responsabilidad de legislar, tenemos nuestro desafío: contribuir con las herramientas y políticas que día a día vayan fortaleciendo nuestra personalidad como nación oceánica. Y tenemos tareas. Ya el señor Comandante en Jefe de la Armada habló de la necesidad de que, como Estado, formulemos una política oceánica; en lo personal, he insistido en lo urgente de la creación de la Comisión Nacional del Mar como ente permanente de coordinación de nuestros múltiples intereses en el área.



Éstas —y otras que pueden sumarse— son iniciativas que no podemos abandonar, si el objetivo es dejar de ser un país que vive a la sombra de la Cordillera, para transformarse en otro que domina los senderos del océano.



Estimados colegas, hay una referencia al destino de nuestro país que me agrada recordar. Quizás, porque no fue ni un marino ni un viejo lobo de mar quien la pronunció, sino una mujer extranjera, la que, a comienzos del siglo pasado, estuvo breve tiempo en esta tierra: "Chile" —escribió María Graham— "será un país marítimo o no será nada".



Esa verdadera sentencia de nuestro destino los hombres de mar ya la han asumido, y todos debemos sumarnos.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, nuestro Comité desea adherir al justo homenaje que se rinde a la Marina Mercante. Quienes conocemos a los armadores, capitanes, oficiales y tripulantes chilenos podemos dar testimonio de las numerosas virtudes y valores que los distinguen. Las compañías navieras nacionales y las más importantes del mundo consideran y respetan la preparación de nuestros marinos mercantes, quienes, sacrificada y desinteresadamente, se esfuerzan por mantener y operar eficientemente las naves de esas empresas, demostrando a bordo, además, sus capacidades profesionales al adaptarse rápidamente al acelerado desarrollo tecnológico que presentan los más modernos navíos que surcan hoy los mares.



Nuestra historia nos ha demostrado que, junto con el desarrollo económico, se produce como respuesta un crecimiento importante de nuestra Marina Mercante Nacional. Hoy, desde una posición privilegiada en el Pacífico, Chile enfrenta con optimismo el siglo XXI, donde el flujo comercial por nuestro inmenso océano será muy relevante, por lo cual debemos asumir ese desafío con una Marina Mercante poderosa y eficiente.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Prat.

El señor PRAT.- Señor Presidente, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, quiero sumarme al merecido tributo que hoy se rinde a la Marina Mercante Nacional, que el próximo día 26 tendrá una nueva celebración. En esa noble actividad se expresa la vocación marítima del país y se canaliza su destino oceánico. En ella podemos ver un pasado digno de orgullo, cuando la bandera nacional ondeó sobre los mares llevando con hidalguía la muestra de nuestro esfuerzo productivo y progreso.



Hoy, de manera creciente, esa misma expresión de potencialidad nacional va consolidándose a medida que se incrementa el comercio exterior producto de la apertura económica. Estamos ciertos de que cada vez más la Marina Mercante chilena exhibirá ante el mundo la capacidad del conjunto de hombres de trabajo de esta tierra y se hará presente a través de los mares bajo el emblema común que nos une.



Finalmente, en este día, deseamos hacer llegar un saludo muy especial y un reconocimiento a la forma en que contribuyen al engrandecimiento del país a quienes participan de la noble actividad de la Marina Mercante, es decir, a los armadores, capitanes, oficiales y tripulantes.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en nombre del Comité Independientes, queremos hacernos parte del justo homenaje que se tributa a la Marina Mercante Nacional. Chile, en su condición de país tricontinental, con territorios en América, en la Antártica y en la isla de Pascua, es de vocación esencialmente marítima. Debemos hacer un esfuerzo notable para despejar los obstáculos existentes para la realización de esta actividad, que es, como dije, su vocación. No es posible que el cabotaje tenga que pasar por más de 60 trámites burocráticos, en distintas instancias, para que pueda competir, en igualdad de condiciones, con el transporte terrestre.



Tampoco es posible que al hablar de integración americana sólo nos refiramos a lo físico y a lo social. También es fundamental que los servicios resultantes de tal integración sean prestados, en lo relacionado con el mar del futuro —el océano Pacífico—, por nuestra Marina Mercante Nacional.



Más que pronunciar palabras de homenaje, sólo queremos sumarnos a los planteamientos formulados precedentemente, y hacer ver el profundo compromiso de nuestro trabajo legislativo en el Senado de la República para hacer de Chile el país marítimo que merece ser y asumir así los desafíos del siglo XXI.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Calderón.

El señor CALDERÓN.- Señor Presidente, el Comité Socialista hace suyos los elogiosos y merecidos conceptos vertidos en relación a la Marina Mercante Nacional.

HOMENAJE A PORVENIR CON MOTIVO DEL CENTENARIO DE SU FUNDACIÓN

El señor CALDERÓN.- Señor Presidente, en un día como ayer, pero hace 100 años, el 20 de junio de 1894, un decreto del Presidente Jorge Montt dio nacimiento oficial al pueblo de Porvenir. Con ocasión de su centenario, quiero rendirle un homenaje y, también, a sus esforzados habitantes. Pero quisiera ser capaz de hacerlo de modo que no quede sólo en el relato de algunos episodios de su historia, sino que ojalá sirva como grito de alerta por su presente y como súplica de atención al país por su futuro.



Cuando uno aterriza en el pequeño aeropuerto local, puede leer un letrero que dice "Karukinká", que significa "nuestra tierra". Así llamaban a sus territorios los selknam, como se autodenominaban los integrantes de ese pueblo cazador conocido como "onas" por sus vecinos de más al sur: los yamanas. Porvenir queda en Karukinká, y en su prehistoria están los selknam.



Acercándonos más al nacimiento de la ciudad, hay que recordar la exploración que en enero de 1879 desarrollara en Tierra del Fuego el teniente de la Armada Ramón Serrano Montaner. Él fue el primero que señaló las potencialidades de laboreo aurífero; la aptitud de sus tierras para la crianza ovejera; las posibilidades para el ganado mayor en la cercanía de sus bosques, y destacó expresamente el carácter apacible y amistoso de los indígenas.



Un año más tarde, otro ex oficial de la Armada, Jorge Porter, confirmó la existencia de oro e hizo el primer levantamiento, por el cual, precisamente por lo anterior, bautizó como bahía Porvenir al lugar donde hoy se encuentra la ciudad. A la voz del oro, llegaron atraídos, tanto de Punta Arenas y del centro del país como del extranjero, trabajadores mineros y aventureros de distinto signo. Entre estos últimos, cabe mencionar a Julio Popper, rumano que se sacó una foto que recorrió el mundo, en la que aparecen él y sus hombres, con fusiles en las manos, y a sus pies el cadáver de un selknam con su arco. Pero también debemos recordar a un tipo muy distinto de aventurero: el sacerdote salesiano José Fagnano, quien luchó infructuosamente por proteger y preservar a los indígenas.



Entre los primeros habitantes de Porvenir —y hasta el día de hoy—, predominaban chilenos venidos de Chiloé y extranjeros provenientes de la provincia de Dalmacia, del entonces imperio Austro-Húngaro, ayer Yugoslavia, hoy Croacia. Paralela al oro, había otra motivación para la colonización: la de la explotación ovejera. Aprovechando sus influencias en el Gobierno central, unos comerciantes de Valparaíso, primero, consiguieron el arrendamiento de 123 mil hectáreas y, poco más tarde, otro, de origen portugués, radicado en Punta Arenas, José Nogueira y su cuñado, Mauricio Braun, consiguieron sucesivas concesiones, a precios irrisorios, hasta abarcar un millón y medio de hectáreas, sentándose las bases de la que llegaría a ser la Sociedad Explotadora de Tierra del Fuego.



La explotación ovejera marcó el inicio del exterminio sistemático de un pueblo entero, ya sea por la caza directa, o por su erradicación a la isla Dawson. Los selknam, por cultura habituados a disponer de los animales de su Karukinká, intentaron alimentarse, también, con los "guanacos blancos". Y la Explotadora de Tierra del Fuego fue implacable. No sólo armó a sus ovejeros, sino que contrató funcionarios dedicados ex profeso al exterminio. Ni los salesianos; ni un juez humanitario como Waldo Seguel, que trató de poner fin a la matanza; ni la política propuesta por el gobernador Manuel Señores, de dejarles una reserva en la parte sur de la isla, pudieron detener la decisión de exterminio. ¡La explotación de las ovejas fue más importante para la llamada "civilización"!



Porvenir se relaciona, asimismo, con la colonización ovejera, pero en contradicción. Las estancias se abastecían y realizaban todo su quehacer directamente con Punta Arenas o con el exterior, sin requerir de los servicios de Porvenir para nada. Por otra parte, las concesiones de prácticamente todas las tierras de la isla ahogaban las posibilidades de desarrollo de sus habitantes. Por eso, una de las luchas importantes de los porvenireños fue por la recuperación de territorios arrendados por el Estado a las compañías pastoriles y por su subdivisión y entrega a los pobladores de la región.



El petróleo fue otra oportunidad perdida. Chile se benefició; Magallanes también, pero en muy pequeña parte. Pero Porvenir fue poco y nada lo que recibió de esas inmensas riquezas que se extrajeron de la isla de Tierra del Fuego. Hoy, cuando ya se está dando casi por acabado el petróleo (a pesar de que no se han agotado las exploraciones en la zona), se creó la ilusión de un Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes. Los estudios de la Dirección de Presupuestos, conducida por su actual titular, hablaban de casi 3 mil millones de pesos para 1994, de los cuales 25 por ciento, es decir, 750 millones, irían a Tierra del Fuego. ¡Nueva desilusión! A los pocos meses se nos dice que no hay nada. El Senado, con respaldo unánime de los Comités, propone al Gobierno utilizar los recursos del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo para paliar esa situación. La respuesta, hasta ahora, parece ser: "No se oye, padre". ¿Hasta cuándo? ¿Hay o no voluntad política de apoyar el desarrollo de nuestras regiones extremas?



Deseo reiterar algunas cifras muy decidoras: hace 100 años, cuando se creó Porvenir, la población chilena de la isla de Tierra del Fuego, sin considerar a los selknam, era de 566 habitantes, mientras que en la parte argentina vivían 477 personas. Cincuenta años atrás, los fueguinos de allende los Andes eran 5 mil 45, y nuestros coterráneos 4 mil 562. En la actualidad, la población del otro lado de la frontera se eleva por sobre los 70 mil habitantes, y los connacionales, considerando la comuna de Navarino y su capital Puerto Williams, alcanzan apenas a 8 mil 799 personas. La densidad de población en el sector argentino es de 3,2 habitantes por kilómetro cuadrado, y en el chileno, 0,2. Mientras que en aquél ha seguido creciendo, en nuestra provincia, entre los dos últimos censos, sus habitantes se redujeron de 9 mil 815, en 1982, a 6 mil 985, en 1992; es decir, en 10 años, su población disminuyó en 28,8 por ciento, según las cifras definitivas del censo.



¿Son casuales estas distintas evoluciones demográficas? ¡Por supuesto que no! Argentina tiene clara conciencia de sus intereses nacionales y ha desarrollado consistentemente una política de poblamiento y promoción del desarrollo en la zona. Nosotros, en tanto, apenas nos hemos atrevido a dictar algunas leyes de franquicias tributarias, que despertaron ilusiones pero que, en definitiva, no han servido de nada.



Espero que este Gobierno rectifique esta falencia histórica de nuestra política en Tierra del Fuego. Y la mejor señal de que hay voluntad política en ese sentido es empezar por proveer los recursos que se estimaron para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes para este año —tan sólo 3 mil millones de pesos—, ya sea por la vía del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, o aprovechando las holguras fiscales por el alza del precio del cobre.



Más allá de lo que pueda quedar de oro y de petróleo, la Tierra del Fuego chilena posee potencial forestal, ganadero, hortícola, pesquero, industrial —si se desarrolla el procesamiento de toda su producción primaria— y también, un enorme potencial turístico. Pero su lejanía y escasa población hacen ilusorio esperar que el solo efecto de las fuerzas del mercado haga realidad todos esos potenciales. Aquí la acción estatal resulta imprescindible y no rompe la concepción del Estado subsidiario.



El desarrollo y poblamiento de la Tierra del Fuego chilena es una tarea de interés nacional que logra el consenso de todos los sectores políticos, como ha quedado demostrado más de una vez aquí, en el Senado. Que el centenario de Porvenir sirva para comprometer las decisiones que aseguren el futuro de nuestra Tierra del Fuego, es nuestro anhelo, es nuestra petición, es nuestra demanda, es, si se quiere, nuestra súplica.



Hace cien años se inició el exterminio del pueblo selknam. Espero que los próximos cien años no estén marcados por la extinción de los fueguinos chilenos. ¡Y no es tan seguro que ello no ocurra, si dejamos que las cosas sigan tal como están! Se requiere de decisiones y de acciones.



Quiero terminar este homenaje plagiando una carta de los vecinos de Porvenir, de hace cerca de cien años, para decir al Presidente Frei que deseo "únicamente que la voz de este vecindario llegue a los oídos de Ud. para que alguna vez se ponga en práctica en esta tierra la doctrina republicana que obliga a los mandatarios a escuchar las peticiones de los pueblos, en orden a satisfacer sus necesidades, sus legítimas aspiraciones i sus anhelos por el bien común.".



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde hacer uso de su tiempo al Comité Intitucionales.



Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNANDEZ.- Señor Presidente, voy a adherir al homenaje rendido a la ciudad de Porvenir por el Senador señor Calderón.



Ayer, 20 de junio, se enteró un siglo desde la dictación del decreto por el cual el Presidente Jorge Montt, con la firma del Ministro Mariano Sánchez Pontéenla, dispuso establecer "una población en el puerto denominado Bahía de Porvenir, en la Tierra del Fuego.". El Gobierno de la época respondió así a un requerimiento del gobernador de Punta Arenas, Manuel Señore, quien había planteado poco antes la conveniencia de oficializar y respaldar el poblamiento de ese lugar. El asentamiento de pobladores ya venía produciéndose espontáneamente desde 1881, como resultado de haberse descubierto yacimientos auríferos en Tierra del Fuego.



Fueron esos buscadores de oro los que dieron a la bahía un nombre que sintieron como feliz presagio del desarrollo comercial que esa zona podía tener. En 1883, un destacamento policial constituyó la primera presencia estable de la autoridad estatal.



Así, concurrieron para dar nacimiento a Porvenir tanto la iniciativa individual y el espíritu de empresa, por una parte, como la visión nacional de largo plazo y una oportuna decisión política, por otra. Esa afortunada conjunción se mantuvo durante los años iniciales de la ciudad, mientras la isla Tierra del Fuego se llenaba de faenas mineras y, algo más tarde, de estancias ganaderas. Porvenir vivió años de intensa actividad y prosperidad, especialmente en el primer tercio del siglo. Inmigrantes de otras regiones del país y del extranjero contribuyeron a su desarrollo admirable, que parecía llamado a perdurar.



En 1929, la ciudad pasó a ser capital del departamento de Tierra del Fuego; y en 1975, de la provincia del mismo nombre. En 1945, la primera explotación petrolera nacional, en Cerro Manantiales, fue una promesa de reactivación para la isla y su capital. Pero, lamentablemente, las esperanzas superaron a la realidad.



Hoy, el centenario encuentra a Porvenir en una muy difícil situación. El último censo muestra que su población disminuye en porcentaje inquietante: en 1982 contaba con más de 8 mil habitantes; una década más tarde, apenas sobrepasa los 5 mil. Faltan iniciativas y fuentes laborales porque la actividad económica de la zona es insuficiente, y lo es debido a que las ventajas comparativas de otras zonas del país son superiores.



Sin embargo, las menores ventajas no pueden ser argumento final en Magallanes. En la Duodécima Región es indispensable considerar también factores de soberanía. Al despoblarse Porvenir, se está despoblando la capital de un territorio provincial de casi 30 mil kilómetros cuadrados. Por el contrario, en la porción argentina de Tierra del Fuego, la capital correspondiente, Ushuaia, ha experimentado una evolución demográfica y económica muy distinta. El progreso de la capital insular argentina contrasta con el retroceso en la capital provincial chilena, Porvenir.



En muchos aspectos, ese contraste puede también extenderse al paralelo general entre Magallanes y la provincia argentina de Santa Cruz. La decisión del país vecino de fomentar el desarrollo de su extremo sur no ha tenido emulación suficiente entre nosotros.



En el centenario de Porvenir, es justo que el Senado rinda un homenaje de admiración y gratitud a los chilenos, principalmente provenientes de Chiloé, y a los extranjeros, en su mayoría croatas y españoles, que durante un siglo han impulsado el avance y aprovechamiento de Tierra del Fuego, y ratificado en ella la soberanía nacional.



Mérito especial cabe a sus actuales habitantes, que permanecen en Porvenir y otras localidades de esa isla enfrentando duras condiciones, a menudo muy adversas. Ellos merecen nuestro particular reconocimiento.



Pero lo más justo, lo verdaderamente urgente, es que, a través de las autoridades regionales y centrales, se vaya cuanto antes en auxilio de Magallanes. Porvenir está en situación particularmente aflictiva; pero ello no es sino expresión de un estado de cosas que requiere en forma apremiante de remedio.



Porvenir, como Tierra del Fuego y como Magallanes en general, tiene grandes posibilidades de desarrollo. Pero hay que poner esas zonas, al menos, en igualdad de condiciones con el resto del país. Cierto es que ello requerirá cuantiosas inversiones, las que en la actualidad sólo alcanzarían a pocos habitantes. Pero precisamente en eso consiste la visión que cabe esperar de toda política de Estado. Consiste en la capacidad de ver las posibilidades y necesidades nacionales, más allá de las estrechas conveniencias económicas o partidistas del momento inmediato. Consiste en la capacidad de no olvidar ni posponer las precauciones geopolíticas más elementales, sobre todo ante la evidencia de que terceros países no las olvidan ni posponen.



Las grandes inversiones públicas suponen siempre mucho tiempo. Es absolutamente indispensable que éstas se realicen cuanto antes. Asimismo, otro camino por seguir es el de las exenciones tributarias. De no invertir significativamente en la zona, el Estado podría al menos renunciar a recaudar impuestos. Un estímulo tributario digno de tal nombre haría posible la afluencia de capitales y personas —chilenas o extranjeras— a zonas y ciudades que los necesitan vitalmente.



Ese sería el mejor homenaje que podría rendirse, no sólo a Porvenir, sino a toda la región magallánica. Con ello el país estaría atendiendo, además, a sus propios intereses. En un mundo cuya población continúa creciendo, las áreas potencialmente ricas, pero subpobladas o semiabandonadas —como, por desgracia, está ocurriendo en Magallanes—, representarán cada año un cebo para apetitos de diversa índole, y un factor potencial de inestabilidad.



El centenario de Porvenir, la comparación de su pasado con su presente, son buena oportunidad para una reflexión que ojala tuviera resultados rectificadores.



He dicho.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, el Comité Independiente me ha cedido el tiempo que le resta.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Debo aclarar que no hemos seguido el orden asignado a los Comités en la hora de Incidentes, en razón de los homenajes que se rindieron y a fin de guardar armonía en las intervenciones.

El señor LARRE.- Señor Presidente, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, adhiero al homenaje que se rinde a esa comunidad de pioneros constituida por los pobladores de la comuna de Porvenir.



En realidad, quienes habitamos el sector central del país debemos admirar la capacidad que ellos han tenido para vencer el aislamiento, el frío, la soledad y la adversidad. Por eso, nos sumamos a las palabras de homenaje y de felicitaciones que pronunciaron los Honorables señores Calderón y Fernández. Al mismo tiempo, manifestamos nuestra mejor disposición para contribuir a que se establezcan normativas especiales con el objeto de que esa importante y bella región de Chile tenga oportunidad de alcanzar el nivel de crecimiento económico y desarrollo social que se merece.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, también adhiero al justo homenaje rendido a esa ciudad, tan importante desde el punto de vista geopolítico para nuestra nación.



Hace poco, en el verano, tuve oportunidad de visitar la región, y pude comprobar lo aquí señalado: el tremendo desarrollo que muestra el lado argentino, y el muy escaso que se aprecia en el chileno. Esta situación es preocupante y, por lo tanto, me hago eco de las peticiones formuladas en el sentido de que Chile debe poner en ella, y en sus otras zonas extremas, una atención preferente, tanto por patriotismo cuanto por razones geopolíticas.



Por consiguiente, en nombre del Comité Independiente de tres Senadores, me sumo a tan merecido homenaje.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, me asocio, igualmente —como lo hizo mi Comité—, al homenaje tributado a la ciudad de Porvenir, cuyo nombre parece una ironía en vista del porvenir un tanto oscuro que se vislumbra por los antecedentes hechos presentes en el Congreso, tanto hoy como anteriormente, respecto de la situación de poblamiento de la zona austral, a la cual me referiré más adelante.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, antes de abordar el tema central de mi intervención, me sumo, en nombre de estas bancas, al muy justo homenaje que se rindió a la Marina Mercante Nacional con motivo de conmemorarse su aniversario el día 26 de junio.



Asimismo, hago nuestro el saludo que en forma brillante brindó el Senador señor Calderón, como también otros señores Senadores, a la ciudad de Porvenir, al cumplirse el primer centenario de su fundación.

REFLEXIONES SOBRE CONFLICTOS POTENCIALES

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, en esta oportunidad deseo exponer algunas ideas sobre una materia que está en el debate nacional, relativa a la inquietud social que se advierte en algunos sectores, y que diferentes personeros, en su derecho, analizan. Diría que no siempre lo hacen en la forma correcta, cuando pretenden evaluar la mayor o menor sensibilidad del Gobierno frente a los problemas.



Casi todos los analistas políticos coincidieron en diagnosticar que el segundo Gobierno de la Concertación sería menos conflictivo en aspectos propios de la transición; pero que lo sería más en cuestiones sociales.



No se trata de que las grandes tareas de la transición hayan terminado, porque nunca tendrán fin, mientras vivan sus actores. Ni aun después, ya que todavía se suele discutir con cierta pasión entre alessandristas e ibañistas, entre balmacedistas y antibalmacedistas, y hasta entre o'higginianos y carrerinos. También la obra del General Pinochet, tanto en lo positivo cuanto en lo negativo que pueda haber tenido, será objeto de controversias por mucho tiempo.



Lo que sí tiende a diluirse es la urgencia —así lo vemos nosotros— de los asuntos por examinar, especialmente de los relativos a la institucionalidad, los que van a seguir pendientes hasta que se lleven a cabo las reformas que desmonten los múltiples enclaves autoritarios y defectos de la Constitución Política de 1980; y también —por qué no decirlo— lo atinente a los derechos humanos, cuyas secuelas continuarán. Pueden, incluso, producirse dificultades, como sucedió con el "caso Stange". Pero la conclusión obvia es que se ha afirmado la democracia, y que una regresión en tal sentido es casi imposible.



No obstante, más allá de si la transición ha terminado o no, el punto tiene todavía sombras, aunque no es materia de primera preocupación.



También en lo económico existe un gran consenso en apreciar que el modelo actual, abierto, no es que sea el mejor: es el único, a finales del siglo XX y comienzos del XXI, que tiene viabilidad. Sin embargo, al revés de lo que pretenden algunos, este modelo no es uno solo. En realidad, casi cada país tiene el suyo, así como su propia economía de mercado.



Es cierto que estamos pasando por un momento económico más bien difícil, en comparación, por ejemplo, con las grandes holguras de 1988,1989 y 1992.



La innata tendencia al consumo, tan típicamente nacional, en cuanto tenemos unos pesos; la larga tradición inflacionaria chilena y las medidas adoptadas para reducirla; la indexación, la coyuntura internacional que deprimió las exportaciones o  hizo  que  recibiéramos menos valor por ellas, han provocado en el primer semestre —por qué no reconocerlo— una detención en nuestro crecimiento. Eso ha llevado a que algunos vuelvan a caer en la ilusión de 1990, creyendo que lo acaecido permitiría algún dividendo de desgaste del actual Gobierno. Cometen un error quienes así piensan, porque la economía del país es muy sólida y tiene un incremento asegurado por algún tiempo. El problema se presentará si no logramos pasar a la que se ha dado en llamar "segunda etapa exportadora", con mayor valor agregado. Pero este tema merece un comentario distinto.



Se pronosticó que en el período del Presidente Frei los conflictos sociales se agravarían o comenzarían a producir mayores problemas que en el pasado Gobierno de la Concertación. Fuera del excelente manejo que éste tuvo para resolver los peores conflictos: modificación de leyes laborales; diálogo entre empresarios, trabajadores y Estado —cuando fue necesario— acerca de gran cantidad de materias; pronto enfoque de los asuntos que podían generar estallidos, hubo, en general, espíritu de colaboración en la ciudadanía, porque todos queríamos el éxito de la transición y trabajamos para alcanzarlo.



Todo lo anterior hizo de la Administración del Presidente Aylwin un oasis de tranquilidad social que, lamentablemente, no se repetirá, ni en éste ni en otros Gobiernos.

El señor CANTUARIAS.- ¡Catastrofista!

El señor MUÑOZ BARRA.- Me parece injusto atribuir al actual Gobierno —como lo han señalado algunos— el aumento de los conflictos. Estos se producirían de todos modos, porque estamos lejos de ser una sociedad perfecta. Al revés, todos los sectores nacionales mencionan la pobreza como una de las mayores lacras que debemos encarar.



La verdad es que la presión viene, más bien, de los grupos organizados de trabajadores, pero también de sectores de la sociedad chilena, que reclaman frente al poco interés que sigue imperando entre nosotros con relación tanto a los grandes problemas culturales y familiares, cuanto a una distribución económica más justa y equitativa.



Sabido es, Honorables colegas, que ésos son los grandes temas del siglo XXI en las naciones desarrolladas. En Chile, donde existe un híbrido de conglomerados sociales que gozan de los beneficios del desarrollo y la modernidad, y otros que apenas sobreviven, también cobran actualidad.



Eso lleva a que los conflictos se multipliquen. Es cierto que están radicados principalmente en los ámbitos del profesorado, la salud, el carbón, la ciudad de Arica y otros lugares postergados del territorio o que sufren diversos problemas. Sin embargo, es importante señalar que en el país se comienza a discutir respecto del divorcio, muy tímidamente todavía, pero pronto estarán en el tapete el problema social del aborto y sus secuelas, el atraso en la difusión de métodos anticonceptivos, los trastornos que estas cuestiones acarrean a la familia, la falta de discusión de las ideas, y una especie de imposición de un pensamiento único de tipo conservador sobre el punto.



Nuestra sociedad tiene profundas insatisfacciones; empero, como felizmente es cada vez más democrática, quienes sienten esos inconformismos los expresan. Además, por nuestra ascendencia peninsular, somos un pueblo especialmente inclinado a discutir todo con pasión. De ahí derivan las complicaciones existentes para elegir un sitio donde construir una cárcel, un centro de readaptación de menores, un vertedero, o efectuar un plebiscito en una comuna.



Tenemos que acostumbrarnos a que ésa es nuestra realidad. Y corresponde a los dirigentes políticos y sociales enfrentarla. Pero es necesario abordarla con responsabilidad y con buenas armas.



Debemos agradecer los cambios llevados a cabo por el Gobierno del señor Aylwin; el contenido de equidad que consiguió agregar al modelo económico. No obstante, es forzoso que nos convenzamos de que vivimos otro período, en que cada chileno demandará lo que cree que le corresponde. Será nuestra obligación hacer frente a esos reclamos en lo que tengan de justo y posible y, al mismo tiempo, acometer una tarea educativa destinada a evitar caer de nuevo en el esquema previo a la crisis de los años 70, en que se perdió totalmente el sentido de país y cada cual se preocupó de lo suyo, entregando tal vez el menor esfuerzo, sin hacer sacrificios de ninguna especie.



El conflicto es propio de toda sociedad dinámica. Y en sí no es malo, siempre que todos, gobernantes y gobernados, logremos mantenerlo dentro de límites razonables.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).-Corresponde el turno al Comité Independientes.

El señor ALESSANDRI.- Pido la palabra.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- La tiene, Su Señoría.

SUBSIDIO A CONSUMIDORES DE ELECTRICIDAD. OFICIO

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, en sesión de 29 de octubre de 1991 intervine en la hora de Incidentes y propuse un proyecto de ley tendiente a otorgar un subsidio al consumo de electricidad. Hoy se actualizó esta situación a raíz del proyecto que concedía amnistía a las personas naturales condenadas por hurto de energía eléctrica, que se resolvió archivar.



No deseo repetir los argumentos que di en esa oportunidad, porque constan en el respectivo Diario de Sesiones del Senado. Entonces pedí oficiar al Primer Mandatario adjuntando copia de la iniciativa que había elaborado y de todos sus antecedentes, en los cuales se demostraba que mediante una inversión de más o menos 11 millones de dólares anuales se beneficiaban más de 2 millones de chilenos de escasos recursos con un pago mínimo por la energía eléctrica que consumían. Con ello se solucionaba, igualmente, el problema de hurto de electricidad.



Solicito reiterar al Gobierno el oficio N° 1721, de 31 de octubre de 1991, incluyendo copia del proyecto que se remitió en esa ocasión.



--Se anuncia el envío del oficio mencionado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

POBLAMIENTO DE ZONA AUSTRAL. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el Subsecretario de Bienes Nacionales, señor Sergio Vergara, visitó por primera vez la zona austral en el ejercicio de su cargo. A su regreso manifestó que no se instalarán nuevos colonos en la Región de Aisén y que, más que colonizar, se implementarán medidas encaminadas a evitar la migración desde allí hacia otras localidades o a los países vecinos; vale decir, concluirán los procesos de colonización, vigentes desde hace diez años, en los sectores de Melimoyu —ex reserva forestal de 200 mil hectáreas— y Pitipalena. Asimismo, anunció la realización de nuevos estudios y de otro catastro, aduciendo que el abandono en que se encuentran sus habitantes se debería a que no se han adaptado a condiciones climáticas adversas.



A mi juicio, la verdadera razón de tal abandono es el incumplimiento del plan de colonización y de los compromisos asumidos con los pobladores, no por el Gobierno, sino por el Estado de Chile: no se les entregaron los títulos en los plazos previstos; no se les otorgaron facilidades de comunicaciones, servicios mínimos con los cuales debe dotarse a todo chileno en cualquier parte del país.



Un análisis del problema a lo largo de la historia demuestra que esto no es nuevo. La falta de visión de los distintos Gobiernos con respecto a las zonas aisladas es una característica recurrente. En lo relativo solamente a la región austral —a la que se refirió el señor Subsecretario—, un examen conservador del potencial de recursos que encierra permite concluir que, si al 15 por ciento correspondiente a valles y lomajes se le asigna una densidad de población inferior a la que tienen países de otras latitudes, podrían desarrollarse en buena forma, sin presionar el medio ambiente, sus riquezas naturales y llegar a sustentar a alrededor de 5 millones de habitantes.



De acuerdo a los últimos censos, los pobladores de esa Región apenas llegan a 350 mil. Es de esperar que en el siglo XXI los 5 millones de personas que, según indiqué, podrían vivir allí en buena forma, en su mayor parte sean chilenos.



Por eso, más que evitar un proceso negativo hoy en día, es fundamental elaborar un plan de poblamiento, en el cual participen, no sólo el sector público, sino también comisiones de asesoramiento con bases de datos y, aun, que contemple en la toma de decisiones a los privados, al estamento académico y la consulta oportuna y eficaz a las Regiones.



Ese plan de poblamiento necesariamente deberá considerar, por un lado, el arraigo digno y justo de los actuales habitantes, que han pagado el costo de hacer soberanía en esos lugares, o que por generaciones han permanecido allí; y, por otro, la incorporación de pobladores de otras zonas. Por ejemplo, parte de ese 40 por ciento de chilenos que hoy viven en el 2 por ciento del territorio: en la Región Metropolitana; o compatriotas que se encuentran en distintas naciones del mundo y que, en el fondo, representan una devastadora merma, una mutilación de la capacidad creativa y profesional de Chile; y también a extranjeros.



Pienso que ésta es una oportunidad histórica para atraer a un grupo importante —no en cuanto a número, sino a calidad— de gente procedente de Croacia, Sudáfrica, Europa Central, Rusia y Escandinavia, que valora mucho la naturaleza y cuyo espíritu ecologista permitirá desarrollar en forma armoniosa nuestro país.



Pido oficiar a la señora Ministra de Bienes Nacionales solicitándole que, en atención a los antecedentes expuestos hoy y en sesiones anteriores, reconsidere el planteamiento mencionado por el señor Subsecretario de la Cartera y ordene el estudio de un plan de poblamiento en el extremo sur.



Además, y de acuerdo a lo señalado por el Senador señor Mc-Intyre, solicito dirigir oficio al señor Ministro del Interior, a fin de que requiera del Jefe del Estado la calificación de urgencia para el proyecto de ley sobre migraciones, en el cual podemos incluir estas proposiciones y lograr, a través de la instancia legislativa, una mayor racionalidad en el poblamiento de enormes extensiones de nuestro territorio que hoy se hallan abandonadas.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité Demócrata Cristiano, que lo cede al Senador señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.- Lo agradezco, señor Presidente.

INCUMPLIMIENTO DE BENEFICIOS A DOCENTES MUNICIPALES

El señor CANTUARIAS.- Señor Presidente, en sesiones anteriores, la última de ellas en 10 de mayo del presente año, me referí —así lo han hecho también otros señores Senadores— a las dificultades que enfrenta la administración educacional que desarrollan los municipios del país por convenios con el Ministerio de Educación.



El problema de los municipios y el profesorado, que remece y sacude integralmente el sistema educacional, ha sido generado en buena parte por ciertas omisiones y deficiencias en el proceso de traspaso de recursos que, por ley, corresponde entregar al Ministerio de Educación para cada uno de los entes administradores, que son las entidades edilicias.



Lo anterior ha llevado a una situación insostenible. El Ejecutivo pretende resolverla mediante un proyecto de ley que ingresó a la Cámara de Diputados el 25 de abril pasado, cuyo objetivo es modificar la denominada Ley de Subvenciones —decreto con fuerza de ley N° 5— y, de manera simultánea, introducir enmiendas a la número 19.070, Estatuto Docente. La modificación de esa primera normativa legal tiene como propósito dar un destino a los 13 mil millones de pesos que, en su oportunidad al tratar la Ley de Presupuestos —es decir, durante el año pasado—, aprobamos en el Congreso para que el Ministerio de Educación apoyara la administración municipal de la enseñanza, fundamentalmente, y la educación subvencionada.



Sin embargo, para sorpresa de muchos, el mensaje incluyó algunas otras modificaciones del Estatuto Docente que significaron una airada y muy justificada protesta del Colegio de Profesores, la cual se materializó en una paralización de actividades, cuyos resultados todos conocemos y que ha puesto en entredicho el éxito de la tramitación del referido proyecto. De hecho, el Gobierno le retiró la urgencia y en estos días está siendo discutido con otra perspectiva en la Comisión de Educación de la Cámara.



Mientras tanto el tiempo transcurre. La situación existente en este momento en muchas comunas a lo largo del país se puede resumir en tres o cuatro aspectos.



En primer lugar, no se da cumplimiento a los beneficios y asignaciones contemplados en las leyes 19.070 y 19.278. Cabe señalar que esta última, a fines del año pasado, creó la Unidad de Mejoramiento Profesional para los profesores adscritos al sistema municipal de la educación. Es decir, no se han pagado las remuneraciones, los derechos ni los beneficios entregados a los profesores a través de mecanismos legales. Y al hablar en estos términos, me estoy refiriendo a que cada vez son más los municipios del país que no hacen efectivos los bienios a los docentes, asignación fijada en el Estatuto Docente. Además, no se integran las cotizaciones previsionales. Es sorprendente el alto número de municipalidades que, desde hace muchos meses, no las cubren, como tampoco las correspondientes a salud, en los respectivos órganos de administración, lo que, de ocurrir en otras entidades empleadoras, no sólo significaría demandas, sino presumiblemente cárcel para sus titulares. Todos sabemos que en nuestro orden legal el incumplimiento de las cotizaciones es mucho más grave que el no pago de las remuneraciones.



Además, en muchas zonas y regiones del país, no se ha cumplido con el llamado "Complemento de Zona", denominación que en el Estatuto Docente corresponde a la Asignación de Zona, que se concede en la Administración Pública. Y no se ha pagado a los profesores, porque los municipios han conseguido demostrar que no reciben los recursos suficientes para hacerse cargo de tal responsabilidad.



Finalmente, se infringe lo dispuesto en la ley 19.278 —publicada en el Diario Oficial de 13 de diciembre del año pasado—, que otorgó a los docentes el beneficio de la Unidad de Mejoramiento Profesional. Según una información oficial entregada en la Comisión de Educación de esta Alta Corporación por el señor Ministro del ramo, éste reconoce que, en promedio nacional, sólo se está pagando el 55 por ciento de ella.



En consecuencia, nos encontramos frente a una situación que perjudica a los profesores, cuyos niveles de remuneración —y creo que esto nadie puede discutirlo— son absolutamente insatisfactorios. Es más: a ese conjunto de chilenos, tan importante para nuestro destino como sociedad, ni siquiera le han otorgado los mínimos legales, garantizados tanto en el Estatuto Docente como en la normativa que creó la Unidad de Mejoramiento Profesional. Esto ha generado denuncias muy justificadas y una situación insostenible, porque los profesores sólo pueden demandar a sus empleadores, o sea las municipalidades, pero éstas han demostrado que los recursos que se les asignan son insuficientes.



En segundo lugar —tal vez para explicar un poco lo anterior que de suyo es inaceptable—, el déficit de los municipios continúa, y nosotros estamos aceptando —según ha circulado como información más o menos oficial— que aquél es del orden de los 36 mil millones de pesos. Sinceramente creo que esa cantidad actualmente es superior, porque, a través de la encuesta y del cuestionario que la Comisión de Educación del Senado resolvió enviar por la unanimidad de sus miembros a cada uno de los municipios del país, a fin de tener antecedentes concretos sobre el particular, se pudo comprobar que la cifra alcanzaba a fines de 1992 los 30 mil millones de pesos. Como no ha cambiado la forma de traspaso de los recursos, obviamente en los días que corren la cantidad debe ser muy superior.



En el día de hoy aparece una información en el diario "El Sur" de Concepción, bajo el título "Millonarios aportes dan municipios", según la cual sólo en la Octava Región, entre 1990 y 1993, se traspasaron desde sus 49 municipalidades 16 mil millones de pesos a la administración de los sectores de educación y salud, pero mayoritariamente en el primero.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor CANTUARIAS.- Como entiendo que se me está acabando el tiempo, señor Senador, se la concederé al final de mi intervención, con mucho gusto.



Señor Presidente, el déficit mencionado es mucho más alto del estimado, y es un asunto que no se está resolviendo. Aquí hay un problema gravísimo, porque, aparte no cumplirse las leyes, además, estamos conviviendo con esa situación. El artículo 16 transitorio de la ley sobre Estatuto Docente establece perentoriamente que el Ministerio de Educación deberá traspasar a todas las comunas los recursos para que los municipios puedan hacerse cargo de las remuneraciones que se fijan a través de la propia normativa. Pero esa disposición no ha sido cumplida, como tampoco el artículo 10 de la ley 19.278, conforme al cual dicho Ministerio traspasará los fondos para pagar ciertos beneficios.



La pregunta que cabe sobre el particular es la siguiente. ¿Con el proyecto de ley en trámite se resolverán los problemas de la educación? Sinceramente, creo que no. No obstante, seguimos presenciando un problema casi insoluble.



Los alcaldes de las comunas de la provincia de Arauco han resuelto unánimemente que si no se aportan mayores recursos, devolverán la administración de los servicios a su cargo. Por su parte, los de las comunas de la provincia de Ñuble están preparando una interpelación en tal sentido para enviarla a la Contraloría General de la República, con el objeto de preguntar por qué no se da cumplimiento a las leyes y no se traspasan los correspondientes fondos.



Ayer en la comuna de El Carmen, provincia de Ñuble, se celebró una reunión a la que asistieron alcaldes, concejales, jefaturas del DAEM, dirigentes del Colegio de Profesores y dos Parlamentarios —el Diputado señor Rosauro Martínez y el Senador que habla—, en la cual se plantearon esas iniciativas.



He querido hacer estas reflexiones para que se conozca la realidad sobre el particular ¿Cuáles son las responsabilidades de los municipios en este punto? Pienso que no puede seguirse aceptando como explicación el que haya una mala administración por parte de las entidades edilicias. Si de Arica a Magallanes todas la municipalidades del país están desfinanciadas por el mismo rubro, no es factible dar el argumento simplista y absolutamente inaceptable de que ello es culpa de una mala gestión de los municipios. Aquí hay problemas de recursos, de déficit, de responsabilidades y, finalmente, de ilegalidades. Y doy la alerta respecto de esto último, porque me parece muy grave.



Malgastamos las acusaciones constitucionales, y no hemos utilizado tal recurso frente al incumplimiento de dos leyes, en circunstancias de que es lo único que cabe respecto de los titulares de los Ministerios que no están traspasando los recursos debidos. Pero ese mecanismo, a mi juicio, corresponde a situaciones extremas. En todo caso, conviene tener presente que no se resolverá el problema de la educación con leyes cuyo propósito —y esto se lo debemos agradecer a una autoridad del Ministerio del Interior— apunte a exonerar o despedir a 25 mil profesores, vale decir, uno de cada tres, pues en el ámbito municipal son entre 75 y 80 mil los docentes.



En consecuencia, llamo la atención para que, de una vez por todas, enfrentemos el problema del desfinanciamiento de la educación municipal, porque lo demás no es sino una cortina para impedir a los municipios del país, cualquiera sea su titular, que resuelvan la situación.



Finalmente, desde esta Alta Tribuna, quiero destacar el esfuerzo de los alcaldes para enfrentar el problema, a pesar de las dificultades que implica la responsabilidad de administrar los servicios correspondientes.



Gracias, señor Presidente, por el tiempo cedido.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Antes de ceder la palabra al Honorable señor Ríos, debo advertir a Su Señoría que dispone de 18 minutos para su intervención, tiempo que le resta al Comité Renovación Nacional.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, ¿no son 22 minutos y no 18?

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Sí, pero los señores Senadores de su bancada utilizaron algunos minutos al adherir a un homenaje. Aclaro la situación para que se cumpla debidamente el tiempo de que dispone cada Comité.

El señor RÍOS.- Muy bien, señor Presidente.



En verdad, el asunto que deseaba formular requiere de más tiempo, por lo cual lo dejaré para otra ocasión. Sin embargo, quiero expresar que el planteamiento del Senador señor Cantuarias es efectivo y que la situación denunciada produce un daño bastante grande al proceso de descentralización del país. Porque los gobiernos comunales, como lo establece la ley orgánica constitucional respectiva, son responsables de la elaboración de planes de desarrollo y también de realizar las acciones para que ellos se ejecuten. La normativa no se refiere solamente a la acción municipal propiamente tal, pues apunta a los planes de desarrollo comunal, lo cual obliga a una extensión de todo lo que significa el progreso de la comuna a la generalidad de los entes públicos y privados que participan en ella.



Hoy día —según recordaba el Honorable señor Cantuarias— existe un déficit que supera los 33 mil millones de pesos, cifra que —como también se ha mencionado aquí— no es producto de una mala administración municipal de los fondos. Las entidades edilicias tienen dos vertientes de recursos: una apunta a los recursos municipales propiamente tales; y la otra a los que provienen de los convenios nacionales. En estos últimos se encuentran educación y salud, ámbitos en los cuales no se han enterado cabalmente los dineros necesarios para su adecuada administración. Pero el déficit presentado va más allá: lo que realmente se está produciendo es una especie de subvención de los gobiernos comunales al gobierno nacional, deteniendo, de paso, todos los programas de desarrollo municipal y obligando a las personas, a las juntas de vecinos y a diversos organismos a dejar pendientes decenas o miles de proyectos destinados a alcanzar una mejor calidad de vida en sus respectivos territorios.



Creo que el tema tiene relación con un proyecto de ley sobre rentas municipales, actualmente en trámite en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que yo presido. Ésta sostuvo una reunión amplia con el Ejecutivo y con los Ministerios de Hacienda y del Interior, a fin de ir estableciendo otras alternativas que posibiliten la entrega de mayores recursos a las municipalidades. Pero debe quedar perfectamente claro —como lo señalamos públicamente— que esa ley de rentas municipales no permitirá dar financiamiento durante 1994. Si nosotros la aprobáramos y la despacháramos hoy día, en ningún caso los fondos podrán enterarse durante este año, por razones de administración básicamente y porque en estos meses ya se han entregado algunos recursos. Esa normativa comenzará a regir, de todas maneras, a partir de enero de 1995.



Es importante destacar que si bien los gobiernos regionales ofrecieron diversos apoyos a la iniciativa, también hicieron presentes ciertas inquietudes relacionadas con el aumento de tributos. Y plantearon, además, otras formas de financiamiento para los municipios —fue lo que la Comisión de Gobierno recogió—, como la de revisar todas las exenciones contributivas que existen en el país —éstas alcanzan a las 115 mil propiedades aproximadamente—, factor que implica una cantidad cercana a los 40 mil millones de pesos, cifra inmensamente más alta que los requerimientos propios de las municipalidades.



Es importante que el Senado sepa que a estas horas debe de estarse enviando una comunicación a los trece gobiernos regionales, para que, junto con el Ejecutivo, ellos se pronuncien acerca de las exenciones de contribuciones para cada una de las Regiones. Esto, a fin de elaborar una indicación que pueda incorporarse, eventual-mente, al proyecto que modifica la Ley sobre Rentas Municipales, de modo tal de establecer una nueva forma de financiamiento para los gobiernos comunales y paliar la tremenda crisis económica que soportan.



Pero en ningún caso esos recursos debieran destinarse a resolver los problemas de educación y salud, por cuanto la ley dispone claramente que su objetivo fundamenta es el de efectuar y desarrollar acciones propias en beneficio de la gestión municipal propiamente tal. Hay que entender el asunto en esos términos.



Por eso, creemos que el gobierno nacional debe considerar, a lo menos para 1994 —eso, de todas maneras—, los recursos suficientes para resolver la crisis que sufren las municipalidades hoy día.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me concede un minuto, Honorable colega?

El señor RÍOS.- Con mucho gusto, con la venia de la Mesa.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Puede hacer uso de la palabra Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, coincido plenamente con las inquietudes de los Senadores señores Cantuarias y Ríos. Sin embargo, quiero hacer presente que en el aspecto en cuestión el actual Gobierno ha debido enfrentar las deficiencias del sistema municipalizado que recibió. Ahora —como quien dice que el movimiento se prueba andando— estamos viendo los problemas de la orgánica educacional que se nos entregó. Por eso se dictó el Estatuto Docente y por eso también se está buscando el de los Paradocentes.



Por lo tanto, creo que el Gobierno está actuando responsablemente en este ámbito, donde, como Su Señoría indicó, existe un déficit de 35 mil millones de pesos.



Sólo espero que los Senadores de Oposición —con esto termino, señor Presidente, para no abusar del tiempo del Honorable señor Ríos— estén llanos a un diálogo y a un trabajo que permitan enfocar de nuevo la orgánica educacional del país, porque mientras tengamos 320 "ministros de educación" —me refiero a los 320 alcaldes de Chile—, entre quienes hay buenos y malos administradores, el Estado, a través de su papel subsidiario y de la entrega de recursos para subvenciones, tendrá que estar enfrentando siempre los malos manejos económicos.



Gracias, señor Senador.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, voy a formular dos consideraciones con relación a lo indicado por el Senador señor Muñoz Barra.



A decir verdad, los Ministerios no administran (ni el de Educación ni ningún otro), sino que poseen funciones normativas. La administración corresponde a los entes ejecutivos de cada uno de ellos. Por tal motivo, no existen 332 ó 334 ministerios; existe sólo una Cartera de Educación, la cual establece las normas relativas para todo el país, las que deben cumplirse. No son acciones ni programas distintos; responden al criterio y a la política educacional que los Gobiernos —el Estado— deciden aplicar, y se traducen en acciones concretas por parte del Ministro de Educación, en este caso, o por parte de los Ministros de Salud, de Vivienda, etcétera, según el área de que se trate. Pero, en definitiva, son esos Secretarios de Estado quienes establecen la normativa pertinente.



En segundo lugar, también es importante recordar que actualmente las municipalidades se desarrollan, en cuanto a su organización y financiamiento, con sujeción a la última normativa dictada por el Gobierno del ex Presidente Aylwin y aprobada por el Congreso en 1992. No se trata, por lo tanto, de disposiciones legales que vengan de años anteriores; todas han sido revisadas y reformuladas y responden a un análisis de la realidad actual del país y no de situaciones pasadas. De manera que, si bien es cierto que esta materia puede prestarse para más estudio y discusión, en ningún caso la normativa viene de antes.



Para terminar, señor Presidente, quiero destacar que todo este proceso requiere, en definitiva, de financiamiento por parte del gobierno nacional. Y digo "gobierno nacional", porque muchos hablan de "gobierno central", en circunstancias de que éste no existe en Chile: ni en la Constitución, ni en las leyes, ni en ninguna otra parte, salvo en la actitud de las personas. En el país tenemos tres tipos de gobiernos: uno nacional, otro regional y un último comunal.



Entonces, si el gobierno nacional no actúa conforme al mandato que la Constitución establece en su artículo 3° (éste dispone que Chile es un Estado unitario, pero que su administración será "descentralizada, o desconcentrada en su caso" —la expresión "desconcentrada" es una excepción—), es evidente que el país no alcanzará los objetivos que conlleva un proceso de desarrollo armónico.



Las municipalidades están soportando una carga financiera brutalmente grave y muy delicada. Y lo que es peor todos los alcaldes y concejales de Chile, pertenecientes a diferentes partidos políticos, se encuentran desilusionados de su propio actuar como miembros de un gobierno comunal; desilusión que, desgraciadamente, termina generando otras situaciones. Por ejemplo, cuando el alcalde y los concejales recorren su comuna, usualmente los vecinos les solicitan recursos o apoyo para acciones menores dentro del municipio; pero siempre responden algo que es cierto: "No disponemos de fondos, porque todos los dineros municipales se están destinando al pago de los profesores". Y esto —también lo hemos comentado con el Ejecutivo—, ¿en qué repercute? En un hecho que ha quebrado un aspecto sociológico de nuestro país, que era y es muy importante. Los profesores, generalmente, actuaban en el ámbito social en términos muy favorables; eran presidentes de organizaciones sociales diversas en las áreas funcional y territorial. Hoy día, sin embargo, no los encontramos en esas esferas; se sienten incómodos. Muchas veces en las reuniones con los alcaldes éstos manifiestan que no pueden aportar recursos a sus respectivas localidades, porque están cancelando los sueldos de los profesores, y éstos han terminado sintiéndose mal frente a su propia comunidad. Actualmente, se nota bastante su ausencia, y esto, como es evidente, produce daño, porque los maestros han sido, durante muchos años, verdaderos motores del desarrollo social dentro de cada uno de los municipios.



Entonces, de pronto, empiezan a presentarse diversas situaciones que van más allá del problema financiero o de crisis económica propiamente tal, como la que he mencionado y tantas otras que repercuten en la sociedad en inestabilidades y en inquietudes diversas. Basta leer los periódicos pequeños de distintas comunas de Chile. Generalmente —todos los días; me preocupo de leerlos casi a diario—, aparecen publicaciones de los respectivos capítulos del Colegio de Profesores de la comuna respectiva, donde hacen presente no sólo que los sueldos son bajos, sino también la inquietud de saber que de repente el municipio no contará con recursos para pagar las remuneraciones, porque así se lo ha informado su propio gobierno municipal. Eso produce intranquilidad y un problema de carácter social tremendamente delicado, que incide en todos los ámbitos de la sociedad donde existe un gobierno comunal.



Así que, entendiendo y apoyando las inquietudes planteadas por los alcaldes de las provincias de Ñuble y Arauco —ya mencionados aquí— y de otras provincias de Chile, resulta absolutamente indispensable insistir al Ejecutivo, al gobierno nacional, la necesidad de disponer de los recursos necesarios.



Termino, señor Presidente, recordando algo que ya expresé en una sesión anterior. Una de las demostraciones del éxito financiero que alcanzaron las antiguas autoridades de Hacienda en materia de fondos públicos son los excedentes logrados en el Presupuesto de 1993. Ese año hubo excedentes por 760 millones de dólares, que representan una proporción cercana al mil por ciento de los requerimientos municipales. El ex Ministro de Hacienda don Alejandro Foxley, a propósito de la situación por la que atravesaba CODELCO, señaló que el Gobierno dispondría de 141 millones de dólares en 1994 para resolver el problema financiero de la Corporación del Cobre; sin embargo, no era posible solucionar los apuros financieros de los municipios. De repente, tengo la sensación de que hay una actitud muy centralista en estas materias. Si existen recursos y hay excedentes obviamente deben ser enviados a las autoridades comunales a fin de que el país pueda seguir desarrollándose en buena forma.



El Ministro de Obras Públicas ha señalado reiteradamente la necesidad de contar con una cantidad cercana a los 20 mil millones de pesos para realizar las obras de infraestructura que el país requiere. En opinión de muchos, finalmente dicho Secretario de Estado recibirá tales recursos. Nuestra opinión, formal y decidida, es que deben ser enviados, en primer lugar, a las municipalidades y no seguir concentrándose ellos en las autoridades nacionales, por la simple razón que ya he indicado: la sociedad no puede continuar aceptando ni soportando, la situación de crisis que la afecta tan directamente.



Agradezco la concesión de algunos minutos, y creo que lo expresado por el Senador señor Cantuarias responde, insisto, a una situación muy crítica de carácter nacional, por lo que esperamos que el Senado manifieste también su interés por resolver el problema, a la vez que el Ejecutivo, el gobierno nacional, entregue los recursos necesarios para terminar el ejercicio este año, que yo estimo en 20 mil millones de pesos.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Ha terminado la hora de Incidentes.



Se levanta la sesión.



—Se levantó a las 19:45.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

